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” ... Quiero argumentar que ... las paredes han venido a jugar un rol cada vez 
más divisivo. Han llegado a reflejar, y a reforzar, jerarquías de riqueza y poder, 


división entre personas, entre razas, grupos étnicos, Y religiones, hostilidades, 
Su uso se ha convertido en agresivo tanto como 


tensiones, y miedos. 
... ¿; han 


defensivo; han impuesto la voluntad de los poderosos sobre los débiles 
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aislado más de lo que han unido 
- Peter Marcuse - 


APUNTES AL CUADERNO 


RAFAEL L. IRIZARRY 


El 24 de marzo de 1993, la Sociedad Puertorriqueña de Planificación, la Escuela Graduada de 
Planificación de la Universidad de Puerto Rico, el Instituto de Ingenieros Civiles y el Capítulo de San 
Juan del Colegio de Ingenieros y Agrimensores de Puerto Rico organizaron una conferencia panel sobre 
El Impacto Urbano del Cierre de Urbanizaciones. El panel estuvo constituido por el arquitecto Manuel 
Bermúdez, el urbanista Orlando De la Rosa, la licenciada María S. Kortright Soler y el ingeniero y 
planificador Juan F. Charles. 

La iniciativa conjunta de estas entidades profesionales y educativas se dio en un momento álgido de 
: la discusión pública sobre la legislación e implantación de la Ley de Control del Tráfico de Vehículos de 
Motor y Uso Público de Ciertas Calles. Por lo mismo en ese momento se celebraron varias actividades 
con idénticos propósitos. La discusión de este asunto se hacía urgente en virtud de las controversias y 
polémicas que la adopción de medidas de control de acceso han suscitado entre comunidades 
colindantes y entre miembros de una misma comunidad. 

El acceso controlado por medio de amurallamientos y barreras en las calles de entrada a las 
urbanizaciones se percibe como el único mecanismo efectivo para contener la acción criminal en las 
inmediaciones de las residencias la cual ha llegado a segar vidas a las puertas de nuestros hogares. La 
protección de la propiedad y sobretodo de la vida constituyen razones más que comprensibles para el 
cierre de urbanizaciones y su acceso controlado. 

Por otro lado, es indispensable identificar y sopesar los efectos positivos y negativos entre los grupos 
directa O indirectamente afectados por estos mecanismos. El propósito de este cuaderno, al igual que el 
panel que trató este tema, es destacar los efectos e impactos adversos de las modalidades actuales de 
acceso controlado en las vidas cotidianas de los ciudadanos afectados y de sus derechos individuales y 
colectivos, la restricción de los espacios públicos y el efecto en la configuración de la ciudad, la forma de 
los sectores urbanizados y las vías de transportación y flujos del movimiento vehicular y peatonal. 

A fin de brindar la mayor divulgación a estos señalamientos y su discusión y así contribuir a 
esclarecer las implicaciones de estas medidas, la Escuela Graduada de Planificación de la Universidad 
de Puerto Rico y la Sociedad Puertorriqueña de Planificación ha preparado este cuaderno de PLERUS. 
En este volumen se incluyen las ponencias presentadas en el panel del 24 de marzo por el arquitecto 
Bermúdez, el urbanista De la Rosa y la licenciada Kortright. Además, se han incorporado un artículo 
del padre Fernando Picó y una ponencia del licenciado Víctor García San Inocencio pertinentes al tema. 

Se agradece la colaboración de estos distinguidos profesionales, académicos y líderes cívicos. 
Merece agradecimiento especial el arquitecto Rafael Pumarada, actualmente conferenciante en la 
Escuela Graduada de Planificación, por su labor de compilación y edición del Cuaderno. » 
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GANADORES Y PERDEDORES 
CON LOS CONTROLES DE ACCESO 


(INTRODUCCIÓN AL CUADERNO) 


RAFAEL PUMARADA 


Hace cerca de diez años comenzó en Puerto Rico la 
modalidad de las urbanizaciones con control de 
acceso, mercadeadas como lugares exclusivos y de 
mayor seguridad. Esta novedad fue muy bien 
recibida por los compradores de vivienda, y las 
urbanizaciones cerradas - inicialmente para 
familias de altos ingresos - en pocos años se 
convirtieron en la forma usual de hacer desarrollo. 

Pasó poco tiempo para que grupos de 
residentes en vecindarios con sistemas viales 
abiertos desearan estos controles de acceso y 
comenzaran a indagar sobre formas de cerrar sus 
comunidades para mejorar la seguridad y valor de 
sus residencias. De este deseo, y del apoyo 
recibido por los legisladores de los tres partidos de 
Puerto Rico, surgió la Ley de Control del Tráfico de 
Vehículos de Motor y Uso Público de Ciertas Calles 
(al final de este cuaderno se ofrece la versión de la 
ley, según enmendada). 

La ley inicial, adoptada en el 1987, fue una ley 
corta y sencilla. Ésta autorizó a la Junta de 
Planificación a "conceder permisos y autorizaciones 
para el control de tráfico de vehículos de motor y 
uso público en urbanizaciones, calles y 
comunidades residenciales, públicas y privadas, 
con un sólo acceso de entrada o salida o que tengan 
más de un acceso de entrada o salida pero que 
ninguna de sus calles, pasos de peatones o 
caminos se use como vía de entrada o salida a otra 
urbanización, comunidad o barrio". La ley 


estableció los requisitos para solicitar el control de 
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acceso y estableció los procesos generales de 
tramitación del permiso. 

Al año siguiente de adoptada la ley, se 
aprobaron enmiendas menores dirigidas a 
transferirle a los municipios la responsabilidad de 
administrar la ley - removiendo a la Junta de 
Planificación de esta tarea - y dirigidas a aclarar 
aspectos específicos de la ley, especialmente la 
obligación de pagos a los vecinos que solicitaron el 
sistema de control de acceso. Las enmiendas a la 
ley reafirmaron que el municipio sólo podría 
considerar controles de acceso en áreas donde 
ninguna de sus calles, pasos de peatones o 
caminos se utilizaran como vía de entrada o salida a 
otra urbanización, comunidad o barrio. 
Dispusieron, además, que la autorización estaría 
sujeta a que “no se imposibilite o dificulte a los 
residentes externos a la comunidad recibir servicios 
de instituciones ... y que no constituya una barrera 
física O arquitectónica a ciudadanos impedidos". 

Este esquema legal permitió, por cinco años, 
establecer controles de acceso únicamente en un 
sector periferal del área urbana. El área central de 
la ciudad - que permite distintas formas de acceso 
a un mismo punto a través de los barrios y 
vecindarios interconectados - estaba dotado de un 
sistema vial abierto y continuo, con el cual la ley no 
permitía interferir. 

A fines del 1992, pocos meses antes de las 
elecciones, varios grupos de residentes a los cuales 


se les había denegado permiso a controlar el acceso 


de sus comunidades o que conocían que no 
cualificaban bajo los estándares estrictos de la ley 
vigente, propusieron enmiendas dramáticas al 
concepto de la ley original. Estos cambios se 
discutieron apresuradamente y fueron aprobados 
bajo la lupa de una activa organización de 
ciudadanos que apoyaban las enmiendas. Las 
enmiendas principales se dirigieron a disponer un 
sistema de cuotas a los propietarios, a agilizar el 
proceso de concesión de permisos, y a flexibilizar 
los requisitos de las áreas donde podía ocurrir el 
control de acceso. 

Este último punto de la enmienda, aparen- 
temente sencillo, permitió eliminar el principal 
freno a los controles de acceso y permitió controlar 
los accesos en todos los vecindarios residenciales, 
sin importar que éstos estuvieran comunicados 
vialmente entre sí, a base de unas disposiciones 
poco claras y de difícil interpretación. La enmienda 
lee así: 

"No obstante lo antes dispuesto ... los 

municipios podrán expedir autorizaciones 

o permisos para el control de acceso de 

calles, urbanizaciones o comunidades 

cuyas vías públicas se usen como medios 

de entrada a, o salida de, otras calles, 

urbanizaciones o comunidades, siempre y 

cuando: 

(a) La otra calle, urbanización o 

comunidad tenga vías públicas alternas de 

entrada y salida y en caso que no tengan 

tales vías, se garantice a cada propietario y 

a cada residente los medios adecuados y 

necesarios de acceso vehicular a la calle, 

urbanización o comunidad en que se 

reside sin cargo alguno en igualdad de 

condiciones. 


(b) No se impida, obstaculice o limite a los 


propietarios y residentes de la otra calle, 
urbanizaciones o comunidad el flujo 


vehicular y peatonal por las vías y aceras 
públicas que tengan continuidad entre las 
calles, urbanizaciones o comunidades de 


que se trate ... 


(d) Se ofrezcan garantías suficientes para 
que los propietarios y los residentes de la 
otra calle, urbanización o comunidad 
reciban los servicios que requieran de 
agencias e instituciones, entidades y 
personas privadas." 


Estas disposiciones no incluyeron parámetros 
claros para su interpretación y dejaran muchas 


lagunas. 


¿Qué requisitos debía poseer una vía pública 
alterna para que un municipio pudiera prohibir a 
unos residentes de comunidades vecinas el 
transitar, como antes lo hacían, por una vía pública 
dentro de una comunidad a cerrarse? 

- ¿que la vía pública alterna sólo aumentara la 
distancia de recorrido del ciudadano excluido 
llegada por un por ciento límite? 

- ¿que la vía pública alterna tuviera caracte- 
rísticas de tráfico, iluminación, calidad y 
ancho de superficie de rodaje, y condiciones 
de seguridad similares a la vía a cerrarse? 

¿Qué significa garantizar medios adecuados y 

necesarios de acceso, en igualdad de condiciones, 

a los residentes de fuera de un vecindario con 

control de acceso, cuyo único acceso a su 

residencia es a través de esa área controlada? 

- ¿Se requiere tratar a los residentes externos 
con la totalidad de los derechos, incluyendo 
acceso a mecanismos electrónicos, 
notificaciones, y participación en reuniones y 
en la toma de decisiones sobre acciones que le 
afectan? 

¿Cuál es la definición de un área con continuidad 


de vías y aceras públicas? 


CUADERNO ESPECIAL 


- — Una calle de un vecindario que se une con otra 
calle fuera de éste, provee continuidad de vías 
y aceras; de interpretarse esta disposición con 
un mínimo de severidad, toda urbanización 
interconectada vialmente con otros sectores de 
la ciudad estaría imposibilitada al cierre. 

¿Qué significa que no se impida, obstaculice o 

limite el flujo vehicular y peatonal entre esas vías? 

- — Todos los cierres de vías que antes eran usadas 
como paso de ciudadanos externos a la 
comunidad dificultan, limitan y 
obstaculizan - en diferentes grados de 
magnitud - a los usuarios excluidos del uso de 
las vías. 

¿Qué significa garantías suficientes para que se 

continúen los accesos a los servicios dentro de las 


comunidades con control de acceso? 


- — ¿Qué tipo de información deben tener los 
residentes de comunidades vecinas sobre las 
facilidades dentro de una urbanización con 
control de acceso y cuáles deben ser las 
garantías que aseguren el uso y disfrute de 
estas facilidades públicas por residentes 
externos? 


$6». 


La vaguedad de las disposiciones de ley y la falta de 
una clara exposición de motivos para salvaguardar 
los derechos de los excluidos, han permitido que 
muchos municipios interpreten la ley de una 
manera flexible que favorece a los proponentes de 
los controles de acceso. 

Estas disposiciones poco específicas 
removieron la traba principal a las solicitudes y 
autorizaciones de control de acceso y abrieron 
posibilidades - insospechadas en aquel momento - 
para que una mayoría significativa de los residentes 
de la ciudad pudieran solicitar controlar los accesos 
a su vecindario. Estas solicitudes se propagaron en 
pocos meses por toda la ciudad. 
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Antiguos barrios como Viejo San Juan, Puerta 
de Tierra, Miramar, Barrio Obrero, Villa Palmeras 
y Condado -a la vez que urbanizaciones más 
recientes como Torrimar, Garden Hills, Santa 
María y College Park - quedaron expuestos a 
posibles acciones para controlar el acceso, 
similares a los de urbanizaciones periferales 
diseñadas para cierre, tales como Los Paseos y 
Montehiedra. 

Desafortunadamente - tanto para los 
favorecedores como para los opositores del cierre - 
los costos humanos y económicos de los controles 
de acceso en los vecindarios interconectados por un 
sistema vial abierto son extremadamente 
complejos y elevados. Los controles de acceso en 
estos vecindarios producen ganadores y 
perdedores. Existen repercusiones adversas en los 
residentes dentro del mismo sector de acceso 
controlado, en los de los vecindarios vecinos, y en 
los ciudadanos de la ciudad general. 

El control de acceso en un sector con sistemas 
viales abiertos e interconectados siempre produce 
perdedores. Afecta al residente del barrio que no 
puede costear el cierre, afecta al vecino que no 
apoya el cierre y al cual, en ocasiones, se enajena y 
ubica en posición de confrontación con sus vecinos 
deseosos del cierre, como también afecta al 
residente que recibe la instalación de la caseta de 
guardia frente a su casa, junto con el aumento de 
tránsito, ruido y contaminación. El cierre afecta 
también al residente del sector vecino que recibe el 
aumento en el número de vehículos que transitan y 
se estacionan en su área, y a quien, al cerrársele 
su acceso usual a su destino, tiene que viajar más 
lejos, y en peores condiciones, para llegar a su 
residencia o lugar de trabajo. Afecta también al 
peatón y al conductor general, a quienes se le 
reduce el número de calles disponibles para su uso, 
y a quienes se les entorpece y dificulta el 


movimiento peatonal y vehicular a través de la 
ciudad. 


Las relaciones sociales entre residentes de un 
mismo vecindario y las relaciones entre vecinos de 
áreas colindantes - a la vez que la subsistencia de 
todo el sistema vial - se ha puesto en jaque por una 
ley que permite trastocar la propia esencia de la 
ciudad: la continuidad y accesibilidad de su 
espacio público. 

El nuevo laberinto, cada vez más rebuscado, 
que se está produciendo en la ciudad ha creado 
nuevas tensiones entre vecinos y entre vecindarios. 
Éstas han ido aumentando a medida que surgen 
nuevos intentos para cerrar vecindarios y según se 
otorgan más permisos para controlar los accesos. 
Tanta preocupación y malestar ha surgido de este 
asunto que varias asociaciones profesionales y de 
vecinos le han solicitado a la Asamblea Legislativa y 
a lós Alcaldes que suspendan el proceso de 
considerar y otorgar permisos, para que estudien 
los efectos de los controles de acceso sobre la 
realidad urbana y social, y para que revisen la ley 
para evitar los impactos negativos sobre el 
creciente número de perdedores. 

El presente cuaderno de PLERUS Se coordinó 
para generar un mejor entendimiento y 
acercamiento a los impactos de la Ley de Control 
del Tráfico de Vehículos de Motor y Uso Público de 
Ciertas Calles. Incluye una versión de la ley con 
sus enmiendas, y reúne diversos escritos 
presentados en foros O periódicos del País sobre los 
impactos de los controles de acceso en la ciudad y 
la sociedad puertorriqueña. 

Los controles de acceso tienen muchos 
favorecedores y opositores. Mientras a unos les 
favorece el cierre - con mayor tranquilidad y 
aumentos en el valor de su propiedad - a otros les 
perjudica al dificultarse los accesos a su lugar de 
residencia, trabajo o esparcimiento; al excluirse de 
áreas que antes le eran familiares; y al 
empobrecerse, de forma general, su calidad de 
vida. 


Una lectura de los artículos de este cuaderno 
indica que - como consecuencia de la proliferación 
de los controles de acceso - hay muchas 
exclusiones, muchos impactos adversos, y muchos 
perdedores. El cuaderno sugiere que, a largo 
plazo, la fragmentación del espacio público y social 
de la ciudad producirá mayormente perdedores. 
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RITOS DE RECLUSIÓN Y ENCERRAMIENTOS: 
EL MIEDO A NOSOTROS MISMOS 1 


FERNANDO PICÓ 


A lo largo de los 500 años de la historia 
puertorriqueña hemos creado, modificado, 
trasmitido, revisado y abolido maneras simbólicas 
de expresar todas aquellas facetas de nuestras 
vidas que consideramos importantes. Ya no 
tenemos carreras de caballos por la ciudad en el día 
de San Juan, pero continuamos, como en tiempos 
de San Agustín, reuniéndonos la noche de la vigilia 
en las playas y riberas. Sería imposible resumir en 
una breve presentación toda la gama de 
expresiones rituales que a lo largo de estos cinco 
siglos hernnos manejado. Examinemos un sólo 
renglón de ese enorme libro que constituye el 
comportamiento simbólico de nuestro pueblo, y 
repasemos nuestros ritos de encerramiento y 
reclusión. 

Si reflexionamos sobre el conjunto de 
discusiones sobre el orden público que se han 
tenido en Puerto Rico recientemente sobresale el 
hecho de que se ha hablado mucho de "trancar": 
cerrar urbanizaciones y vecindarios al tránsito de 
los que no son residentes y encerrar por mayor 
tiempo, con mayor dureza y restricciones, a los 
transgresores de la ley. Mucho del discurso en 
torno a la criminalidad se ha cernido sobre estos 
dos tipos de encierro, a cada uno de los cuales se le 
ha querido dar el carácter de perentorio y 
permanente. Esta fascinación colectiva por el 
auto-encerramiento y el encerramiento ajeno me 


ha llevado a pensar en el desarrollo histórico de los 
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ritos de reclusión y encerramiento en nuestra 
sociedad. 


LA CIUDAD MURADA 


Hagamos un inventario de nuestras experiencias 
históricas de encerramiento y reclusión. 
Naturalmente surge en primer lugar la ciudad 
murada de San Juan, el apremio de los vecinos en 
el siglo 16 para que fuera fortificada, la terrible 
experiencia con los holandeses en el 1625 y el 
consecuente amurallamiento que comienza en 
1630; el asedio británico del 1797, y la leyenda, sin 
duda fomentada y aumentada por Coll y Toste, de 
la rogativa; la larga vida tras los muros, con sus 
rituales de cerrar y abrir las puertas de la ciudad 
todos los días, de otorgar pasaportes para poder 
transitar por la isla y de arrojar fuera de San Juan a 
los riopedrenses, cangrejeros, guaynabenses y 
cagúenos que sin licencia de sus alcaldes 
continuamente querían agregarse a la vida de los 
ciudadanos del recinto amurallado; el derribo 
triunfal de las murallas del Recinto Sur y de Puerta 
de Tierra en 1897, seguido por el bombardeo de la 
escuadra norteamericana en mayo del 1898; la 
persistencia de los castillos, como campamentos 
militares, hasta tiempos recientes; la fascinación 
por utilizar una garita como símbolo nacional, no 
empece al hecho que evoca la otra garita, la del 
diablo. 


Es una cosa lamentable, pero sin duda cierta, 


que hay más historia escrita de los castillos y las 
murallas de San Juan y de los asedios y vicisitudes 
que éstos han sufrido que de los sanjuaneros 
mismos. Hemos aprendido como historia de la 
capital la historia de su recinto amurallado, al 
punto que si no fuera por los trabajos de María de 
los Ángeles Castro y Aníbal Sepúlveda casi no 
tendríamos otra historia de San Juan que no fuera 
la militar de la ciudad murada. 

Sin embargo, esa ciudad murada no bastó, 
sino que a su vez generó otras reclusiones. Es 
interesante contrastar la arquitectura de San Juan 
con la de otras ciudades de Puerto Rico, como 
Ponce y San Germán. En el viejo San Juan la vida 
ha sido hacia adentro, hacia el patio interior; la 
fachada y el balcón han sido blasón e invitación de 
las casas caribeñas del sur. En San Juan al extraño 
se le atiende en el zaguán y hasta hace poco el 
vendedor ambulante no tenía otro contacto en sus 
transacciones con su cliente que el cesto 
descolgado del piso superior. La entrada al recinto 
interior de la residencia se reserva para la visita 
íntima; el balcón del segundo piso es atalaya desde 
la cual se observa al otro. 

La Fortaleza, el ayuntamiento, el palacio 
episcopal, los conventos y los otros edificios 
sanjuaneros anexos a instituciones públicas 
participan en mayor o menor grado de esa asepsia 
de sociabilidad que manifiesta el deseo histórico de 
retraimiento. Es por eso que cuando las 
instituciones alojadas en esos edificios tienen que 
atender invitados prefieren utilizar otras facilidades 
expresamente separadas para esas funciones 
sociales. 

Mucha de la historia del viejo San Juan se 
puede resumir en el deseo de excluir al otro y la 
práctica de desconfiar del entorno de la ciudad. 
Hoy día ese deseo histórico se manifiesta en las 
reiteradas solicitudes de los vecinos asociados para 
que los jóvenes encuentren otro sitio para celebrar 
sus fines de semana, para que los turistas se 


circunscriban a las tiendas y los monumentos, y 
para que el gobierno no se inmiscuya en el manejo 
de los edificios antiguos de particulares. 

La ciudad que se encerró empezó también a 
recluir en recintos particulares a sus habitantes y a 
duplicar sus estructuras de encerramiento en las 
nuevas zonas urbanas del área metropolitana. 
¡Qué mucho se hubiera divertido Michel Foucault 
trazando la historia de los encerramientos de San 
Juan! El caso documentado más antiguo es el del 
deseo de fundar un convento para las doncellas a 
las cuales era difícil casar y era preciso mantener 
seguras. Luego se dio la batalla de siglos para 
mantener acuartelados a los soldados, y no sólo 
acuartelados, sino también célibes. Y luego, en 
AE épocas, han sido otros los encierros: las 
mujeres en las casas, como ya observó Damián 
López de Haro a mediados del siglo 17, mientras la 
plaza era de los hombres; los seminaristas en el 
seminario conciliar, los niños en las escuelas, los 
enfermos, particularmente los leprosos recluidos 
en Isla de Cabras, y cuando éstos menguan, los 
tuberculosos, más recientemente sustituidos por 
los sidosos como los enfermos peligrosos que hay 
que encerrar; los enfermos mentales; los 
presidiarios, que de trabajadores forzados en obras 
públicas se convierten en reclusos anacoretas de 
instituciones cada vez más trancadas; los esclavos, 
encerrados de noche en barracones, los 
dependientes de las tiendas del siglo pasado, 
durmiendo en covachas y trastiendas, los sirvientes 
domésticos, forzados a observar horarios estrictos 
para regresar de la calle; los electores, hasta las 
elecciones de 1976 encerrados para votar; más 
recientemente los oficinistas, vigilados por relojes 
mecánicos para que no extiendan su hora de 
almuerzo, los ancianos asilados, hasta los jurados 
acuartelados, los atletas aislados y los 
indocumentados en cuarentena, todo un mundo 
de gente cuyas salidas y entradas son restringidas, 
contadas, reglamentadas, vigiladas, fiscalizadas. 
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Siempre el afán de restringir la libertad de 
movimiento, de mantener bajo control, y 
sobretodo de segregar las clases sociales y los 
sectores ideológicos, para que la nena no hable con 
quién no le conviene, para que el nene no tenga 
malas juntas, para que no lo vean a uno con el del 
otro partido, para que no me vengan a hablar de su 
religión, para no tener que ver las llagas del 
pordiosero. 


LAS RÚBRICAS DE LA RECLUSIÓN 


Las instituciones del encerramiento en nuestra 
sociedad comparten ciertos ritos y símbolos. 
Primero que todo están los ritos de iniciación, que 
incluyen el despojarse de las vestiduras previas y 
entrar, como recluta, paciente, novicia, confinado, 
caso psiquiátrico, empleado o inquilino a la vida de 
recluso con el uniforme del rol social asumido. 
“¡Ponte esto!” Porque es por la ropa que uno 
manifiesta que uno pertenece. Ya una ordenanza 
municipal, la número 5 de 1902, excluía del tránsito 
de las calles de San Juan a los mal vestidos. Y, oh 
maravilla, idéntica exclusión se repite en los avisos 
perentorios de los centros comerciales modernos, 
“no se permiten descalzos ni mal vestidos". Llegará 
el día que el servicio doméstico en las 
urbanizaciones prestigiosas tenga que usar 
uniforme para entrar a los cotos privados de sus 
patronos. Y el uniforme, naturalmente, no tiene 
que ser aquel distintivo gremial de los artesanos 
medievales que todavía llevan policías, bomberos, 
soldados, frailes y enfermeras, sino su versión 
moderna, la tarjeta de identificación, refrendada, 
validada por máquina, afincada en el perenne 
discurso de la peligrosidad, por si entra el pillo. 

Así es que se comienza por eso, por acreditar la 
pertenencia al lugar de encierro, con la 
identificación y la ropa apropiada. El rito de 
reclusión, sea voluntaria o forzosa, conlleva entre 
nosotros también el definir quién puede ser el 
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visitante y en qué horarios puede visitar; quién es el 
custodio, guardia, guía, superior, jefe o 
cancerbero que permite las entradas y salidas y 
tiene a mano la información necesaria. "¿Dónde 
vive el confinado?", me preguntó en una de mis 
visitas iniciales un guardia penal del Oso Blanco. 
“En Caimito”, contesté. "No, dónde vive en el 
pueblo.” “¿En qué pueblo?" "En la población 
penal.” "No sé", dije. "Pues si no sabe no lo puede 
ver." “¿Pero cómo lo puedo saber si no lo veo?" 
"Pregunte a la entrada", me dijo, y me refirió a un 
guardia con una lista enorme, con muchas 
añadiduras y tachaduras. Estamos en el siglo 20, 
pensé, no es Dante, no es el Lazarillo de Tormes; 
pero aún así Corrección puede perder a un preso, 
yo inclusive llegué a decir misas por uno, que le 
dicen Munra, porque temían que estaba muerto, 
descuartizado en Dios sabe que alcantarilla, y sólo 
estaba en Ponce. 

Así es que en el encerramiento la gente se 
pierde, en las listas de pacientes en los hospitales, 
en los registros de los hogares de ancianos y 
hogares juveniles, en las bitácoras de los guardias 
de acceso en las urbanizaciones. 

O lo pierden a uno, cómo aquel estudiante del 
que me contó Lina Torres, que visitando a una 
institución de enfermos mentales quedó encerrado, 
y mientras más insistía que era estudiante, más lo 
medicalizaban, y así estuvo por dos días. Porque el 
rito de encerramiento conlleva el reducir la 
identidad a una codificación, y aunque ya no sea el 
antiguo número asignado a los confinados (Águila 
Blanca, en su último confinamiento, fue el 2988) 
ahora es el número de seguro social, de estudiante, 
de licencia de conducir, de cuenta de banco, o si 
no el del piso 14 apartamento K, el del caso 
1988 G-4316, o en Baskin Robbins, el 53 cuando van 
por el 25. 

Pudiéramos seguir detallando ritos de 
reclusión y encerramiento; el cierre metódico y 


diario de las múltiples cerraduras, la jerarquía 


familiar en la custodia de los llaveros pesados; las 
rejas que se enmohecen y hay que pintar; la 
reproducción del sistema de reclusión en el carro 
(un amigo recientemente se admiró que yo todavía 
guiase con el cristal bajado); la tiranía de las 
compañías de seguro, que fuerzan al 
encerramiento a las instituciones que aseguran; la 
genealogía de las compañías de seguridad, con sus 
nombres tranquilizantes y sus credenciales 
resguardantes. Hay gente que no se atreve salir de 
un supermercado sin comprar algo, porque las 
salidas están todas atajadas por cajeras. 

Sólo quiero añadir una última observación. 
Hay gente que no se atreve vivir en un sitio donde 
no esté encerrada, porque la libertad de 
movimiento de los otros le incomoda. A todos los 
miedos históricos, desde los caribes hasta los 
filibusteros, desde los cimarrones hasta los 
comunistas, hemos añadido el miedo a nosotros 
mismos. Este es el miedo más nefasto. 
Comenzaremos a ser libres cuando lo perdamos. « 


NOTA: 


1 Este artículo apareció en el periódico DIÁLOGO de la 
Universidad de Puerto Rico, en el mes de mayo de 1993. 
Agradecemos al autor y a los editores del periódico su 
permiso para publicar el artículo en este cuaderno. 
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LA CALLE ES PÚBLICA 


VÍCTOR GARCÍA SAN INOCENCIO 


a significativo que por primera vez desde que 
se implantaron, con la complicidad del gobierno, 
los cierres de calles estén comenzando a discutirse 
cOmo un problema, en vez de como una solución. 

Durante tres años fue muy poco el espacio 
contestatario que los opositores a los cierres 
pudimos obtener en los foros de discusión pública. 
Predominaba la noción equívoca de que los cierres 
can una opción para combatir la galopante ola 
criminal. 

Ante la falta de controles de parte del Estado y 
su confesada incapacidad para reducir la escalada 
en la incidencia criminal, muchas personas de 
diferentes comunidades presionaron al gobierno 
para que les cediese el control físico de las calles. 
Esa cesión cobró forma de ley que no satisfizo del 
todo los intereses de los clausurantes. Ello provocó 
eruniendas a la legislación que "facilitaban" los 
sistemas de cierre. 

Con el advenimiento del proceso eleccionario 
la “lucha contra el crimen" a través de los cierres 
encontró en algunos políticos una simpatía _ 
singular. Estas Personas se convirtieron en agentes 
auspiciadores de tales cierres. En la Asamblea 
Legislativa y en las alcaldías estas personas 
candidatos o servidores de candidatos- 
encontraron un río revuelto en donde pescar votos. 

Fue así que el numero de permisos de cierres 
se multiplicó dramáticamente durante el año 


electoral. Con este aumento, crecieron también las 
molestias intrínsecas al sistema de cierres. 
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Al día de hoy no existe prácticamente ninguna 
comunidad o fragmento de comunidad donde se 
haya implantado este sistema, que no enfrente 
serios cuestionamientos por parte de personas con 
residencia comprendida dentro del área del cierre. 
Otro tanto sucede con los residentes en la periferia 
externa a los cierres y con las comunidades vecinas. 

La multiplicidad de lugares cerrados ha hecho 
crecer dramáticamente los inconvenientes, 
malestares e intereses encontrados. La población 
susceptible de ser afectada por estos sistemas ha 
crecido enormemente. Por otro lado, muchas 
personas que apoyaron la implantación de cierres a 
base de presuntas ventajas, comienzan a palpar al 
cabo de un tiempo ciertas desventajas inherentes al 
sistema. 

De ahí, este cambio en la percepción de los 
cierres como problema en lugar de como una 
solución. 


CIERRES VS. CONTROLES DE ACCESO 


Notará el público lector que me he abstenido de 
utilizar la expresión control de acceso para describir 
estos sistemas. Ello obedece al hecho básico de que 
lo que se ha implantado hasta la fecha son sistemas 
para convertir urbanizaciones y partes de 
urbanizaciones o agrupaciones de urbanizaciones 
en sistemas cerrados. 

Para ello se ha recurrido a eregir muros, verjas 
y toda suerte de mecanismos de portones o vallas. 
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Como cuestión práctica no se está permitiendo 
la entrada y disfrute de vías públicas, aceras y 
parques a personas de fuera de estos sistemas que 
no vayan a visitar a algún residente del interior. Aun 
estos visitantes son sometidos al escrutinio de un 
guardia o vigilante quien pide y obtiene toda clase 
de información o señas antes de permitir o denegar 
el paso. 

Dentro de mi opinión cualquier calle, vía o 
facilidad separada para uso publico no puede ser 
desnaturalizado en cuanto a su destino. Impedir el 
acceso a estos lugares u obstaculizarlo 
irrazonablemente no constituye un control de 
acceso y sí un cierre o veda al acceso. 

Se trata realmente de una privatización o 
semi-privatización sin compensación de bienes 
destinados al uso de todos los puertorriqueños que 
ni siquiera pueden ser privatizados desde cualquier 


punto de vista jurídico. 


LOS TRES MITOS 

Todo este proceso de privatización ilegal de bienes 
pertenecientes a todos los puertorriqueños ha 
ocurrido a la vista, ciencia y paciencia de 
funcionarios gubernamentales de todos los niveles. 

El proceso de encerramiento ha estado 
presidido por la falta de planificación, la falta de 
coordinación integral por los distintos componentes 
del gobierno y la ausencia de evaluación, monitoría 
y seguimiento a los sistemas implantados. 

Tres mitos ampliamente difundidos 
contribuyeron a promover esta actitud de hacerse 
de la vista larga y brazos caídos de parte de los 
responsables de la planificación y gobierno de 
Puerto Rico. 


El Mito de la Reducción de la Criminalidad 


Según este mito los cierres contribuirían a controlar 
la incidencia criminal y a reducirla. Esta suposición 
ha resultado invalidada en la práctica pues las 
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estadísticas de la ola delictiva contradicen por 
mucho las teorías en torno a los cierres sobre | 
reducción criminal. 

La realidad es que la incidencia criminal ha 
continuado su ritmo ascendente en todo el país a 
pesar de que el sistema de cierres ha tenido un 
sólido ritmo de implantación. Si bien parece ser 
cierto que la criminalidad visible se ha reducido en | 
el interior de las áreas de cierre, no es menos cierto | 
que tal incidencia criminal ha aumentado en la | 
periferia a las áreas cerradas. 

Lo que ha ocurrido realmente es un 
desplazamiento o prolongación de este tipo de 
incidencia criminal hacia las áreas "abiertas". 

Como no es posible cerrar todas las áreas tal 
desplazamiento resulta en evidente perjuicio de 
quienes por razones económicas o físicas están 


imposibilitados de promover el cierre de sus áreas. 


El Mito de la Democracia 


Según los creyentes de este mito la necesidad de 
organizarse para deliberar e implantar los cierres 
constituirían un excelente ejercicio democrático en 
el seno de las comunidades. 

La práctica sin embargo, ha contradicho en 
muchos lugares esta aspiración. Hay elementos de 
nuestra cultura política que dificultan en esta micro 
escala este " ejercicio de democracia". 

En muchos lugares el apoyo mayoritario a los 
cierres no ha estado precedido de una campaña 
educativa. Se busca el apoyo y la firma del 
residente sin explicar a fondo las consecuencias de 
un endoso al proyecto. Se trata de consecuencias 
de tipo jurídico de mucho peso. 

Para mencionar solo una, muy poca gente 
sabe que al endosar el cierre voluntario se está 
comprometiendo permanentemente a aceptarlo, a 
pagar cualquiera que pueda ser su costo de 
implantación y mantenimiento y a gravar su 
propiedad si no paga. 
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Muchas personas firman sin conocer las 
consecuencias de este documento de 
consentimiento. En ocasiones se les explican las 
ventajas y no las desventajas. Otras veces no se 
informan adecuadamente sobre los costos y 
posibles inconvenientes. Ni sobre ciertas molestias 
que podrían generarse como serían no recibir el 
correo en el buzón de su casa. 

Cuando uno de los endosantes descubre que 
no puede salirse del sistema una vez entró, sus 
frustraciones pueden ser grandes. Si la razón para 
querer salir es la incapacidad de pago, muy pronto 
descubrirá que su propiedad podría gravarse y 
hasta podría perderla. 

La ley no provee ni para el repudio o 
retractamiento de un endosante del cierre. 
Tampoco para acabar con el cierre si una mayoría 
entiende que no es conveniente. 

Un sistema de cierre que condena al 
endosante voluntario a permanecer encerrado 
cuando cambia de parecer o cuando sus 
condiciones económicas no se lo permiten, 


difícilmente puede llamarse democrático. 


El Mito de la Buena Vecindad 


Se arguye que las calles cerradas restauran la vida 
comunitaria. Se dice que propician que los vecinos 
se tiren a la calle, que los niños jueguen en la calle y 
toda otra serie de "ventajas" vecinales. Este mito ha 
sido el más socorrido luego del de la alegada 
reducción de la criminalidad. 

Es preciso ver sobre la marcha las divisiones 
que se generan internamente en las comunidades o 
segmentos de comunidades donde se propulsan o 
implantan los cierres. 

Los objetores y promotores suelen agruparse 
según sus particulares intereses. Esto no 
necesariamente resulta en un análisis y 


ponderación racional del asunto. 
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Si el cierre "triunfa", los objetores que no 
pagan pueden ser objeto de las mofas o 
ensañamiento de los que pagan. Aparte de que 
quienes controlan el cierre establecen reglas de 
juego que pueden ser vistas o en efecto resulten 
coercitivas para obligar a los objetores a 
matricularse y endosar el sistema. 

Lo descrito hasta aquí - hay decenas de 
conflictos que conozco de primera mano - se refiere 
a desavenencias al interior del área cubierta por el 
cierre. 

Las desavenencias con los vecinos 
inmediatamente a la entrada de los cierres, los 
vecinos externos periferales, el resto de la 
urbanización u otras urbanizaciones constituyen 
por su naturaleza la mayor evidencia contra el mito 
de la buena vecindad. 

Resulta muy difícil que se abone a la buena 
vecindad si se priva de atrechos, lugares de 
esparcimiento y disfrute de parques a los vecinos 
que se quedan afuera. Más difícil aún si los 
excluidos perciben que la criminalidad aumenta en 
sus hogares a costa de que se ha reducido o 
eliminado una calle más arriba. 

La existencia y creencia en estos tres mitos de 
reducción de la criminalidad, vida democrática y 
buena vecindad contribuyó probablemente a la 
popularización de los sistemas de cierre de accesos. 
Todo ello a pesar de los serios obstáculos que han 
debido ser considerados antes de convertir "de 
facto" en política pública la promoción de estos 
cierres. 


REALIDADES DE NUESTRA ISLA 


Puerto Rico es uno de los países más densamente 
poblados del mundo. Habitan en nuestro territorio , 
en promedio, más de mil habitantes por milla 
cuadrada. El espacio o suelo es pués uno de los 
recursos más preciados. | 
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Debido a la topografía predominantemente 
montañosa de Puerto Rico y a las condiciones 
particulares de su desarrollo económico y social, la 
mayoría de la población tiende a concentrarse en 
las ciudades costaneras. En San Juan, la capital, y 
su periferia urbana compuesta por los municipios 
de Carolina, Trujillo Alto, Guaynabo, Bayamón, 
Cataño y Toa Baja, vive aproximadamente el 40% 
de la población puertorriqueña. 

Debido a estas particulares concentraciones 
humanas, la densidad poblacional en estos 
municipios es en promedio seis veces más alta que 
en el resto de Puerto Rico. En las áreas 
estrictamente urbanas de la zona metropolitana 
ese factor de densidad oscila entre 12 y 18 veces 
más que en el resto de Puerto Rico. 

En síntesis apretada, tenemos una zona 


metropolitana en cuyo corazón urbano la población 
se concentra entre 12 y 18 veces mas que en el resto 


de Puerto Rico. 

Debido a nuestro proceso histórico de un mal 
urbanismo y una mala planificación los espacios 
reservados para uso público en esta zona son muy 
escasos. Un porciento reducidísimo ha sido 
separado como espacios recreativos. La mayor 
parte del espacio de uso público pues lo ocupan las 
redes viales del conglomerado urbano. Estas redes 
viales sostienen y contienen más del 50% de los 
vehículos de motor del país. 

El cuadro de congestión vehicular y 
poblacional de la zona metropolitana que hemos 
esbozado explica una realidad cotidiana que 
condenan a la ciudad a su autoasfixia y asus 
habitantes al virtual encierro. 

Poco espacio, aglomeración creciente, 
infraestructura recargada, ruido, contaminación, 
violencia concentrada y calidad de la vida 
menguada describen el efecto de casi medio siglo 
de colosales errores urbanísticos que condenan a 
un subdesarrollo paradójico al 40% de nuestra 
población. La patente escasez e inadecuacidad de 
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lugares de esparcimiento agrava este cuadro 


sombrío que derrota los propósitos de la ciudad. 


LA CALLE ES PÚBLICA 


No existe en el refranero popular de Puerto Rico 
una frase con más contenido histórico social que la 
de ” la calle es pública”. Varios siglos de historia y la. | 
huella o sustrato de tres instituciones opresoras y 
oprobiosas, a saber, la encomienda, la esclavitud y 
la libreta de jornalero le dan un contenido muy | 
concreto a esta frase. 

A lo largo de los primeros cuatro siglos de 
nuestra historia hubo grandes sectores de nuestra 
población cuyo espacio físico estuvo determinado 
por instituciones jurídicas ordenadoras de la 
actividad económica. 

De este modo durante el siglo 16 la población 
indígena de Puerto Rico fue "repartida" y sujeta al 
régimen de la encomienda. Se partía de la idea que 
los indios no eran capaces de mandarse a sí 
mismos y debían ser encomendados al sector 
"conquistador". Se trataba realmente de un 
mecanismo de explotación que condenaba a la 
servidumbre a los indios y los confinaba al espacio 
bajo el control de a quien fueran encomendados. 

Otro tanto sucedió en los siglos 17 al 19 con los 
esclavos, quienes eran confinados estrictamente al 
espacio en que desempeñaban sus tareas y bajo la 
vigilancia estricta de los amos. 

En el siglo 19 se instauró, además, la libreta de 
jornaleros. Mediante este sistema todo asalariado 
no propietario no empleado estaba obligado a 
registrarse en una determinada demarcación 
territorial y a trabajar en un lugar fijo. Se 
configuraba un nuevo modo de controlar el espacio 
en el que se daba la vida del jornalero. 

Durante los últimos 100 años, la combinación 
espacio y libertad de movimiento había adquirido 
una dimensión mas o menos uniforme. Ser libre 
significaba entre otras cosas disfrutar de todos 
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aquellos espacios que no fuesen objeto de 
propiedad privada. 

Lo que la montaña representó para el cimarrón 
como espacio para el albedrío, las calles y las plazas 
de las ciudades lo representaban para el hombre 
libre. Ese ha sido sin duda el factor más importante 
de nivelación social, cristalizado desde finales del 


siglo 19. A la distancia de cien años nos toca 


contemplar como la calle va dejando de ser publica. 


Detrás de las manías de los mal llamados controles 
de acceso se erige un esquema de privatización "de 
facto” que despoja al resto del país de los espacios 
de libertad que ahora disfrutan con carácter casi 
exclusivo los residentes de las urbanizaciones 
cerradas. 


CONSIDERACIONES DE JUSTICIA Y EQUIDAD 


Dejando a un lado la claudicación legislativa que 
propició la aprobación de las leyes que autorizan el 
llamado "control de acceso", resulta importante 
subrayar que el poder ejecutivo y los gobiernos 
municipales han malentendido sus funciones de 
custodios del interés público y se han arrojado 
también a la corriente clausurante de las calles y 
espacios públicos. 

Este promover los cierres o “dejar hacer" en 
torno a los cierres le permite a los gobernantes 
deshacerse de parte de su responsabilidad de velar 
por la seguridad pública en los lugares cerrados. 
Permite además, difundir el mito de que se 
combate y se reduce la criminalidad en 
cooperación con los promotores de los cierres. 

Aparte del ordenamiento básico que opera 
contra la privatización de calles, parques y plazas, y 
otros espacios de uso público, existen poderosos 
argumentos de índole legal y de justicia social que 
demandan una reconceptualización por parte del 


gobierno de su desenfoque colosal en el asunto de 
los cierres. 
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Hay derechos fundamentales como los de 
expresión, asociación y libertad de culto que se 
están viendo afectados profundamente por la 
infraestructura operacional de los cierres. 

Por otra parte, se vulneran día a día - debido a 
las prácticas abusivas de vigilancia y control - el 
derecho a la intimidad de personas que en su 
condición de residentes o de visitantes son objeto 
de escrutinio por parte de individuos que so color 
de administrar un cierre autorizado -pero no 
supervisado O monitoreado por el Estado - 
violentan los cánones más elementales de la 
privacidad. 

El disfrute del derecho a la privacidad es otro 
de los derechos menguados que por fíat legislativo 
han tenido que sufrir los opositores a los cierres. En 
algunos lugares el sistema implantado ha 
violentado la vigencia de servidumbres en equidad, 
mientras que en otros la entrada de los cierres ha 
menoscabado el valor de propiedades circundantes 
o periferales a los cierres. 

Podría invocarse además la protección de leyes 
especiales relativas a personas con impedimentos 
físicos o mentales quienes han sido afectados 
severamente por los cierres. 

Del mismo modo comunidades completas 
podrían reclamar acceso y uso de facilidades del 
pueblo de Puerto Rico que le han sido despojados 
por los cierres. Igualmente podrían demandar 
derecho de paso por las vías públicas y recurso de 
amparo ante la imposibilidad de acceso a los 
lugares en donde solían ganarse la vida. 

Se trata pues de un abanico de reclamos de 
naturaleza constitucional, legal o reglamentario 
que se abre y expande a la luz de las prácticas 
opresoras instauradas por los sistemas de cierres. 


MUERTE A LA CIUDAD 


El mosaico de cierres ha convertido sectores 
significativos de nuestras áreas urbanas, en 
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gigantescos laberintos donde se entorpece la vida 
de la ciudad. El movimiento se obstruye o se 
detiene, se congestionan las vías principales, se 
interrumpe el libre flujo de las personas y se asfixia 
el desenvolvimiento natural interno de la ciudad. 
Sin ser autosuficientes se encierran 
comunidades completas y hasta conjuntos de 
comunidades. Se destruyen de esta forma los 
intercambios naturales que dan vida a la ciudad. 
Sin que podamos aún hablar de necrosis en el 
tejido de la ciudad ya resultan visibles los signos de 
la izquemia en muchos sectores y vamos viendo con 


perplejidad las primeras claves de la segregación 
social. 


CONCLUSIÓN 


Mientras trabajo en esta reflexión dos noticias han 
aparecido que han ayudado a captar nuestra 
atención poderosamente. Una encuesta de opinión 
revela que un 59% favorece el sistema de controles 
de acceso. Esta cifra resulta verdaderamente 
significativa pues, tomada como totalidad, se 
presenta muy alejada del 75% de endosos que se 
requieren en aquellos lugares que promueven los 
cierres. Más aún, se va poniendo de relieve un dato 
que advertíamos recientemente en otros foros: a 
medida que afloran los problemas y consecuencias 
negativas de los cierres, menos apoyo tienen aún 
en los lugares que han sido cerrados. 

Por otro lado, el Alcalde de San Juan, donde se 
han cerrado un gran número de urbanizaciones, ha 
revelado que se tendrá sumo cuidado a la hora de 
conceder permisos de control de accesos 
especialmente cuando se afectan derechos como el 
de paso de una comunidad vecina. Señaló además 
que se implementará un sistema de evaluación de 
las comunidades sujetas al control de acceso y que 
podrían revocarse los permisos en caso de 
violaciones. Ya veremos. 


16 


Es un hecho innegable que lo que fue 
planteado como panacea ante la llamada ola 
criminal comienza a desteñirse aceleradamente 
provocando incluso serios desacuerdos y 
oposiciones dentro y fuera de los lugares sujetos a 
los cierres. 

Lo que fue el resultado de una improvisación 
legislativa en momentos de una verdadera histeria 
colectiva sobre el auge de la incidencia criminal, 
pierde hoy cada vez más vigencia y legitimidad, 
ante la realidad social demográfica y económica 
que es mucho más poderosa que las ilusiones 
estatutarias. 

Falta ver como se detiene del todo la irracional 
ola de los cierres que ha puesto en entredicho la 
existencia de la ciudad, y cómo se desmantelan las 
barreras arquitectónicas que fueron creadas. 

Ello requerirá valentía de los llamados a forjar 
un orden social equitativo. Requerirá además 
fortaleza para enfrentarse a las mentalidades con 
vocación elitista que no cederán fácilmente el 
disfrute del espacio público usurpado. 
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CONTROL DE ACCESO 
Y ESPACIO PÚBLICO 


MANUEL BERMÚDEZ 


El espacio público es el área que ordena y 
comunica los usos de la ciudad, y que es utilizado 
libremente por todos los ciudadanos. El espacio 
público desempeña un vital rol económico, político 
y social en la :iudad; sin espacio público, la ciudad 
no tendría propósito. La proporción correcta de 
espacio público y privado asegura el balance 
adecuado entre los intereses de los ciudadanos y 
del estado, o lo que es igual, entre los intereses del 
individuo y de la sociedad. 

El espacio público está compuesto 
principalmente por las plazas, parques y calles. Las 
plazas dan foco y articulación al tejido urbano de la 
ciudad; son los espacios públicos por excelencia, 
lugares de encuentro, reposo y fiesta. Los parques 
son espacios de respiro, contemplación y sosiego; 
exhiben profuso uso de vegetación y generalmente 
son de mayor tamaño que las plazas. Las calles son 
elementos lineales y abiertos que comunican los 
diferentes usos del suelo; constituyen el grueso del 


espacio público. 


DESARROLLO URBANO EN PR 

El desarrollo urbano en Puerto Rico estuvo basado, 
hasta principios de siglo, en el modelo de ciudad 
tradicional, orientado a satisfacer las necesidades 
del peatón en un espacio compacto, plurifuncional, 


con manzanas pequeñas, una trama continua de 


calles y abundancia de espacios públicos. El 
arquitecto Jorge Rigau nos indica que al empezar el 


nuevo siglo todavía este modelo permanecia 
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La forma de la ciudad siempre ha sido y será un 
despiadado indicador del estado de su civilización. 


Edmund Bacon, Design of Cities 


vigente: los centros urbanos se densificaron al 
subdividirse los lotes y parcelarse tierra que 
anteriormente no estaba disponible. Estructuras 
primitivas y utilitarias fueron sustituidas por nuevas 
estructuras, en la mayoría de los casos haciendo 
mejor uso de la tierra.2 También señala Rigau que 
los pueblos se expandieron extendiendo sus tramas 
existentes e incorporando nuevas áreas 
planificadas. 

Sin embargo, el modelo urbano implantado 
a partir de los años cuarenta - el suburbio - 
promovió la segregación de la ciudad en zonas 
especializadas, debilitando las áreas centrales y 
creando una periferia compuesta por sectores 
monofuncionales de baja densidad. Según el 
arquitecto Rafael Pumarada, adoptando 
visiones foráneas fundamentadas en la 
abundancia de terrenos y la nueva movilidad 
ofrecida por los asequibles automóviles, se 
ocuparon a partir de los años cincuenta, muchos de 
los mejores terrenos llanos que hasta entonces 
habían servido para el cultivo de caña o la 
ganadería? 

En Puerto Rico, la unidad suburbana 
residencial por excelencia fue la urbanización, 
donde el espacio público desempeñaba un rol 
principalmente funcional. No existían calles 
orientadas al peatón, sino vías vehiculares sin foco 
visual, y en lugar de plazas y parques, cada 
urbanización fue dotada de un parque deportivo en 


algún remanente escondido de terreno. 


Los problemas urbanos causados por este tipo 
de modelo hicieron crisis durante la década de los 
años setenta tanto en la isla como en el resto del 
mundo, y muchos diseñadores urbanos se vieron 
obligados a revisar los planteamientos que venían 
utilizando hasta ese momento. 

Este análisis produjo la revalorización del 
modelo tradicional y su subsiguiente aplicación en 
proyectos urbanos en diferentes partes del mundo. 
En Puerto Rico esfuerzos afines ocurrieron en el 
plano gubernamental y profesional. La Ley de 
Municipios Autónomos fijó objetivos definidos de 
ordenación para las áreas urbanas existentes, de 
desarrollo de nuevos vecindarios y de protección de 
las áreas rurales. Entidades gubernamentales 
como la Junta de Planificación, el Departamento 
de la Vivienda, la Administración de Terrenos y la 
Oficina de Asuntos Urbanos promovieron 
numeroso proyectos que enfatizaban la 
revitalización del espacio público y la extensión de 
la red vial existente.3 

En el plano profesional se desarrollaron varias 
propuestas basadas en el modelo de ciudad 
tradicional. Entre las más significativas se 
encuentra el plan del conocido arquitecto León 
Krier titulado Completar Santurce. Krier utilizó la 
infraestructura de las calles existentes como base 
para su propuesta y propuso la división de toda el 
área de Santurce en 27 barrios definidos, pero no 
aislados; además creó conceptualmente una trama 
completa de plazas, calles y bulevares. 

También el plan titulado Morovis: la Condición 
Urbana del Arquitecto Emilio Martínez, premiado 
local e internacionalmente, propuso la integración 
de barriadas al casco histórico del pueblo utilizando 
la trama de calles existentes y la creación de plazas, 
escalinatas, parques y otros espacios públicos 
necesarios. 

El modelo de ciudad tradicional fue inclusive el 
patrón utilizado por las propuestas de 


reconstrucción de las áreas urbanas de Culebra y 
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Vieques, luego del paso del huracán Hugo en el 
1989. El Plan para el Desarrollo de Culebra, 
elaborado por el Taller Urbano de Culebra, 
estableció un crecimiento ordenado de Dewey, el 
pueblo principal de la isla; de nuevo la trama vial 
existente fue extendida, creando manzanas de 
tamaño razonable, plazas y espacios de reunión. 
Así también el plan titulado Vieques: Esbozo de 
una Estrategia para su Ordenamiento Urbano, 
preparado por un equipo de arquitectos y 
planificadores, planteó el desarrollo de la 
Esperanza como un poblado turístico donde los 
usos residenciales, comerciales y turísticos 
coexistieran armónicamente; la creación de una 
nueva plaza, bulevares y la conservación de las 


áreas naturales formaban también parte del plan. 


IMPLANTACIÓN DE CONTROLES DE ACCESO 


Mientras sectores profesionales y gubernamentales 
desarrollaban estos esfuerzos, grupos privados y el 
poder legislativo llevaban a cabo acciones que 
prácticamente perpetuaban el modelo suburbano 
existente. Ante una incontenible ola criminal, el 
propio gobierno legisló y puso en práctica las leyes 
21 de 1987 y 22 de 1992, que legitimizaban el control 
de acceso de calles y el cierre de sectores 
residenciales de las ciudades de la Isla. El efecto no 
se hizo esperar: treinta y una urbanizaciones 
establecieron controles de acceso entre la fecha de 
aprobación de la primera ley y el 25 de diciembre 
de 1992 y otras 25 tenían pendiente su aprobación a 
ése momento. 

A pesar de que la ley aprobada no intentaba 
modificar el carácter público de las calles, parques 
o facilidades comunitarias, la manera en que los 
controles de acceso fueron implementados en la 
mayoría de los sectores residenciales se tradujo en 
la virtual pérdida del dominio público sobre estos 
elementos. El acceso controlado desembocó en el 


cierre de la urbanización a todos los no-residentes y 
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en última instancia, la privatización de su espacio 
público. 

La urbanización cerrada no es un tipo de 
desarrollo urbano nuevo en Puerto Rico. El 
arquitecto Benjamín Vargas señaló que Suchville 
fue la primera urbanización con control de acceso 
en la isla en el 1937. Sin embargo, a pesar de su 
temprana aparición, no fue hasta los años sesenta 
que este tipo de conjunto residencial se popularizó, 
cuando los desarrolladores descubrieron que el 
acceso controlado no sólo era atractivo para los 
posibles compradores, sino que también permitía 
maximizar el terreno: al reducir el área 
pública - las calles interiores no se conectaban a la 
trama vial exterior - era posible construir más 
viviendas. 

Lo que sí resulta nuevo en la Isla es el 
establecimiento del control de acceso en sectores 
residenciales existentes. Es revelador conocer que 
este tipo de fenómeno ha hecho su aparición 
periódica a través de la historia en otras ciudades 
del mundo. Spiro Kostof, historiador y crítico de 
arquitectura indica que la realidad clave es que la 
calle se mantiene en una constante lucha entre los 
intereses públicos y privados. Y la moral es que 
cuando el control público falta, el abuso privado se 
torna endémico.? 

Así, señala Kostof, este fenómeno del cierre 
de calles se produce en la época medieval en las 
ciudades de Siena y Florencia, en el Renacimiento 
en Génova y en el Londres del siglo dieciocho. En 
todos estos casos, las razones para controlar el 
acceso fueron similares: dominar políticamente el 
área, evitar el tráfico de los no residentes, o regular 
el tipo de edificación a lo largo de las calles. Es 
aleccionador también descubrir que el uso privado 
de las calles creó problemas de tal magnitud - falta 
de control del área cerrada, dificultad de proveer 
servicios, disgusto de la población - que 
eventualmente el estado se vio obligado a derogar 
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las leyes que lo legitimizaron y devolver estas calles 
al dominio público. 

Hablando del medioevo, Kostof nos dice: Las 
familias hicieron alianzas defensivas con las casas 
reales vecinas, formando barrios nucleares y 
semiautónomos, protegidos por torres defensivas. 
Una de las principales pruebas de las nacientes 
comunas, 0 ciudades-estados con gobiernos 
propios en las postrimerías de la Edad Media, fue 
el abrir estos bolsillos privados y reclamar las calles 
y espacios públicos en el nombre de toda la 
ciudadanía.f 


EFECTOS URBANOS DEL CONTROL DE ACCESO 


En Puerto Rico, aunque el cierre de los sectores 
residenciales aparenta haber aminorado el 
problema de la criminalidad y propiciado la vida en 
comunidad del área con acceso controlado, poco ha 
sido considerado el efecto que cada cierre ha tenido 
sobre la forma de la ciudad. 

A largo plazo, la consecuencia del control de 
acceso no es otra que la perpetuación del suburbio 
y de la segregación funcional de la ciudad. Cada 
urbanización que es cerrada representa una 
oportunidad perdida de mejorar un sector urbano 
deficiente, integrándolo a la trama existente de 
calles; un potencial de desarrollo que es 
desperdiciado para siempre. 

Por otro lado, a corto plazo el impacto urbano 
del cierre depende en gran medida de la naturaleza 
del sector donde se establezca; factores tales como 
el grado de urbanidad del área y su relación con los 
alrededores determinarán en gran medida sus 
efectos. De igual manera, una urbanización 
construida con acceso controlado impacta el 
espacio público de forma diferente a un sector 
residencial existente que es cerrado. Nos circuns- 
cribiremos en este trabajo a la discusión de éste 
último caso, porque entendemos que constituye un 
fenómeno con mayor urgencia de análisis. 
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Disminución del Espacio Público 


En la urbanización o sector urbano abierto, la trama 
de calles, parques y plazas forma parte del espacio 
público de la ciudad, y todos los ciudadanos 
pueden hacer uso de este espacio para sus 
actividades sociales, deportivas, religiosas o 
comunitarias (Ilustración 1). 

En el sector urbano cerrado, las calles, 
parques y plazas se convierten en espacio privado 
de los residentes; los no-residentes pierden la 
posibilidad de utilizar el espacio que antes era 
público de la urbanización (Ilustración 2). El límite 
entre el espacio público y el privado es demarcado 
por algún elemento de cierre que es construido a lo 
largo de toda la periferia de la urbanización. 


Desconexión del Espacio Público 


En el sector urbano abierto, la trama del espacio 
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ilustración 1: sector urbano abierto 
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público relaciona la comunidad económica y 
socialmente con las comunidades vecinas y el resto 
de la ciudad. El sistema vial provee coherencia y 
continuidad, y propicia un mejor flujo de tráfico 
vehicular al proveer varias rutas alternas para un 
mismo destino. 

En el sector urbano cerrado, la trama del 
espacio público es muchas veces rota 
arbitrariamente, utilizando avenidas colectoras, 
parámetros de bienes raíces u otros factores 
particulares para la demarcación del área cerrada. 
Los recorridos dentro de la urbanización se 
complican al concentrar el tráfico que 
anteriormente entraba y salía de la urbanización a 
través de todas sus calles en una o dos solamente. 
Sectores de la misma urbanización son segregados 
o dejados fuera del cierre; calles originales de la 


urbanización son interrumpidas, y el parque 
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ilustración 2: sector urbano cerrado 
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deportivo, las escuelas e iglesias son separadas de 
la urbanización o de sus usuarios no residentes . 
La continuidad del espacio público de la 
ciudad es interrumpida, haciendo más difícil el 
flujo vehicular al limitarse el número de vías. La 
coherencia espacial urbana es también afectada, 
modificando la jerarquía de calles y avenidas, 


parques y otros espacios de reunión. 


Empobrecimiento del Espacio Público 

El sector urbano abierto provee una fachada 
urbana acorde con el tipo de vía que ocurre en su 
periferia. Si el desarrollo es suburbano y 
residencial, las mejores casas ocurren frente a esa 
vía; en desarrollos urbanos pueden existir 
facilidades comerciales diseñadas originalmente 
con ese fin. En todos los casos las edificaciones 


tienen su fachada principal orientada hacia la calle. 
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Un ritmo de sólido y vacío provee variedad y 
riqueza a las calles periferales al sector 
(Ilustración 3). 

El sector urbano cerrado generalmente no 
provee fachada urbana adecuada. La calidad del 
espacio público en su entorno disminuye; las vías 
periferales pierden su carácter peatonal al tener 
que satisfacer toda la carga vehicular. Un elemento 
de control continuo - sólido, semi o totalmente 
transparente - de pobre calidad urbana, monótono 
y repetitivo es generalmente construido en toda su 
periferia (Ilustración 4). 

En sectores urbanos donde se establece el 
control de acceso, las casas que se quedan fuera 
del área cerrada tiene muchas veces que ser 


vendidas a precios menores que su valor de 


mercado, o ser convertidas en comercios poco 
atractivos, contribuyendo al deterioro del entorno. 
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ilustración 4: control continuo rompe el ritmo de ciudad 


TRANSFORMACIÓN DE LA FORMA DE LA CIUDAD 


Otro aspecto que tampoco ha sido analizado con 
profundidad es el efecto del control de acceso sobre 
la morfología de la ciudad. Parece conveniente 
utilizar un ejemplo para analizar este tema. ¿Qué 
sucedería si todos los sectores residenciales y 
urbanizaciones del Municipio de San Juan 
establecieran controles de accesos? 

Antes del 1987 San Juan poseía una trama de 
espacios públicos que, aún sin el carácter 
adecuado, comunicaba todo el municipio y 
permitía el desarrollo de las actividades propias de 
la ciudad. Calles, parques, plazas y facilidades 
públicas ocurrían a lo largo de toda su extensión y 
podían ser utilizadas por todos (Ilustración 5). 

De cerrarse todos los sectores residenciales el 
nuevo mapa del municipio de San Juan podría ser 


muy diferente al que conocemos hoy. La ciudad se 


ilustración 5: ciudad abierta 


convertiría en una sucesión de bolsillos 
residenciales privados conectados por vías 
vehiculares primarias; sería imposible percibirla 
como una sola entidad (Ilustración 6). 

El poco espacio público remanente, las vías 
vehiculares primarias y las pocas plazas y parques 
localizadas fuera de las zonas residenciales, sería 
muy limitado, creando un desbalance entre el 
dominio público y privado. Kostof afirma: Pero la 
realidad fundamental de las calles, al igual que con 
todo el espacio público, es político. Si la calle fue 
una invención, fue creada para designar que el 
dominio público prevaleciera sobre los derechos 
individuales, incluyendo el derecho a construir lo 
que uno quiere donde lo quiere y tratar el espacio 
abierto como su patio privado. La calle, además, 


estructura la comunidad.? 


La ausencia de espacios públicos adecuados 





ilustración 6: control de acceso en todos los barrios 
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y su falta de continuidad harían prácticamente 
imposible celebrar cualquier tipo de actividad 
política, cívica o religiosa grupal. La limitada 
capacidad del sistema vial impactaría gravemente 
el tráfico vehicular. El espacio público carecería de 
calidad urbana, sería monótono y repetitivo y lejos 
de promover el intercambio social actuaría para 
evitarlo. Las consecuencias de este tipo de 
ambiente urbano fueron discutidos ampliamente 
por Giusseppe Sacco, quien señaló que La 
organización y la estructura física de la ciudad que 
estamos construyendo hoy no podrá dejar de 
producir efectos sobre la evolución de la sociedad 
urbana. Al contrario, la intervención en la 
morfología urbana y en la organización del 
territorio es una de las pocas posibilidades de 
intervención planificada - aunque de forma 
indirecta - en los comportamientos de cada uno de 
los componentes de la sociedad.” 


NOTAS AL CALCE: 

, Rigau, Puerto Rico 1900, pág. 138. 

2 Pumarada, Leon Krier y la Reconstrucción de la Ciudad, 
en Completar Santurce, pág. 11. 

3 Algunos de estos esfuerzos fueron: Plan y Reglamento de 
Santurce, y Reglamento de Sitios y Zonas Históricas 
Junta de Planificación); Morovis: La Condición Urbana, y 
Cabo Rojo: La Vivienda Organiza un Pueblo 
(Departamento de la Vivienda); Plan Maestro del Frente 
Portuario (Administración de Terrenos); y Manual de 
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CONCLUSIÓN 


El control de accesos está modificando la 
naturaleza de las ciudades de Puerto Rico, y este 
cambio está sucediendo sin el concurso de 
urbanistas y planificadores. Es necesario 
desacelerar el proceso y realizar una evaluación de 
los efectos urbanos, económicos y sociales que el 
control de acceso ha producido hasta el momento. 
Es necesario que este fenómeno urbano sea 
estudiado por las agencias gubernamentales 
concernidas, las asociaciones profesionales y las 
universidades con el fin de encontrar alternativas al 
problema de la criminalidad que no afecten 
permanente y negativamente nuestro entorno 
urbano. Es necesario actuar ahora, antes que los 
cambios sobre nuestras ciudades, y en última 
instancia, sobre nuestra sociedad, sean 
irreversibles. e 


Mobiliario Urbano y borrador de Manual de Forestación 
Urbana (Oficina de Asuntos Urbanos). 

% Vargas, Suchville fue la Primera Urbanización 
Cerrada, en El Nuevo Día del 11 de abril de 1992, Sección 
de Construcción, pág. 5. 


5 Kostof, The City Assembled, pág. 191. 
6 Kostof, The City Shaped, pág. 50. 
7 Kostof, The City Assembled, pág. 19. 


8 Sacco, Ciudad y Sociedad hacia la nueva Edad Media, 
pág. 140. 
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CIUDAD, MORFOLOGÍA Y 
ALIENACIÓN SOCIAL 


ORLANDO DE LA ROSA 


En este artículo deseo explorar algunas causales 
explicativas al crimen urbano y en particular a la 
inexorable vulnerabilidad del tejido sub-urbano; 
articulando a dichas consideraciones las opciones 
emergentes conformadas por los nuevos hábitats 
residenciales de acceso controlado desde la 
coyuntura de su impacto socio-estructural y 
resultantes físico-espaciales. 

La criminalidad en nuestros centros urbanos 
emerge como producto de la irreflexión y los 
excesos que caracterizan globalmente a cualquier 
metrópolis desarrollada o en vías de desarrollo. 
Resulta impresionante como el Estado y la sociedad 
en pleno lucen absortas frente a esta vorágine, que 
para algunos puede parecer muy próxima al 
umbral a partir del cual se pierde el control. Sin 
embargo aflora paradógico y un tanto irrisorio este 
sentido de sobresalto; tal parece que olvidamos 
nuestra incuestionable participación como entes 
creadores de tan ominosa situación. Ciertamente 
décadas de incesantes distorsiones valorativas - 
caracterizadas por un insaciable fetichismo hacia el 
consumo, articulado al culto por toda forma de 
morbosidad o género de violencia - deberán 
producir lo no-racional, 

Para validar tal afirmación consideremos a 
manera de ejemplo la forma física que 
adjudicamos a nuestras ciudades. Estas albergan 
en su fisionomía una multiplicidad de 
complejidades e insensibilidades atentivas a la 
figura del ciudadano. 
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"Si al principio pudiéramos saber dónde estamos y hacia 
dónde vamos podríamos juzgar más adecuadamente lo que 


tenemos que hacer y como hacerlo.' 


Abraham Lincoln 


Nuestras zonas metropolitanas se caracterizan 
por una abundante cantidad de espacios 
impersonales, muchas veces inentendibles, que 
marginan, corroen y desvirtúan la integridad del 
ser humano mediante la masiva segregación de la 
escena citadina. 

En nuestra desenfrenada carrera por la 
expansión, desarrollo y crecimiento urbano (que 
supone producción y reproducción económica) 
privamos a nuestros semejantes de la 
inmensurable aventura de moldear su conducta, 
sentido de equilibrio comunal y comprensión de su 
auténtica naturaleza multidimensional. Le 
condicionamos a un continuo despliegue de calles, 
puentes y edificios carentes de armonía e 
integración. Generamos urbanizaciones que le 
aíslan por cuanto no se interconectan 
armónicamente. El resultado es la enajenación que 
conduce a toda forma de insensibilidad social; 
ciudades estructuralmente incomprensibles y 
físicamente monótonas donde se fracciona, 
determina y dimensiona la existencia de sus 
habitantes. 

¿Cuántas veces hemos dicho o escuchado decir 
que la fragmentación o distribución de usos en 
ciudades representa una necesidad incuestionable 
y que la consecución de una totalidad articulada 
pertenece tan sólo al campo de las utopías? Esta 
percepción ha redundado en una impropia 
conformación estructural de la ciudad, donde el 
sentido de integralidad funcional ha sido 


extraviado. La notable propensión a la ocupación 
desarticulada v fragmentada del espacio supone el 
uso de modelos de diseño arbóreo, que interpretan 
la ciudad como una colección de elementos 
aislados por usos específicos, cuyo único vínculo o 
conexión se alcanza mediante la red viaria. Las 
ciudades adquieren de este modo un patrón 
fisonómico similar al de los árboles con múltiples 
vías de rodaje que le asemejan a troncos y ramas 
mediante los cuales se accesan los diversos 
espacios de trabajo, vivienda, recreación o 
comercio. Cuando pensamos en términos de 
árboles, alteramos la humanidad y riqueza de una 
ciudad viva por una simplicidad conceptual que 
sólo beneficia a diseñadores, planificadores, 
administradores y promotores. Cada vez que se 
destruye un trozo de ciudad y se reemplaza la 
retícula preexistente por un entramado arbóreo, la 
ciudad inexorablemente se acerca a la disociación.! 

La estructura social y urbana resulta 
disfuncional - como totalidad concreta - al ser 
desarrollada sobre un esquema de entramados 
arbóreos. Esta práctica genera sobre el ciudadano 
una profunda pérdida de pertenencia comunitaria 
y sentido de territorialidad, que redunda en el 
descontrol de los comportamientos colectivos y 
eventualmente degenera en diversas formas de 
violencia y crimen. Podemos argúir frente a lo 
esbozado que el precio que una sociedad debe 
pagar por su crecimiento demográfico y expansión 
físico-espacial es la gradación del control y 
gobernabilidad sobre sus partes individuales. 

Las presiones y reclamos colectivos por orden y 
seguridad social han conducido al Estado a 
legitimizar el cierre de calles y zonas urbanas como 
alternativa de control delictivo. No obstante, 
consideramos en extremo cuestionable, a mediano 
y largo plazo, la deseabilidad de semejante medida 
al ponderar sus futuribles repercusiones sobre la 
macro-estructura citadina. Examinemos en mayor 
detalle este planteamiento. 
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En términos teóricos los nuevos proyectos 
urbanos de acceso controlado se erigen sobre un 
modelo de intervención preventiva en favor del 
medio ambiente residencial cuyo objetivo es 
disuadir al criminal de su intención delictiva a 
través de la creación de barreras físicas y 
simbólicas. Lo que conduce a preponderar los 
conceptos de territorialidad, imagen, jerarquía y 
seguridad. La manipulación y conjunción de estos 
componentes supone un efecto minimizador de los 
niveles delictivos sobre el escenario urbano. 

La configuración preventiva se alcanza 
mediante un cuidadoso tratamiento fisionómico de 
factores contextuales. Lo que sugiere que el diseño 
ambiental y su articulación con la posición espacial 
de la edificación generen los elementos 
estructurales necesarios para constituirle en un 
espacio defendible. De este modo queda 
planteado que mediante el diseño físico es posible 
crear zonas percibiblemente territoriales, o sea 
áreas de marcada influencia vecinal. Desde esta 
vertiente el criminal pasa a ser entendido y definido 
como una suerte de ente foráneo exógeno al área 
residencial. Si bien es cierto que en términos 
micro-espaciales las zonas tratadas mediante este 
paradigma adquieren una fehaciente estabilidad 
-en tanto logran un incuestionable declinar de sus 
índices delictivos-, no menos cierto resultan los 
desequilibrios e inestabilidades que su marcada 
diferenciación estructural podrían producir al 
entorno macro-espacial. Un análisis prospectivo de 
escenarios desprendidos de estos ambientes 
urbanos refleja el siguiente cuadro situacional: 


1. Habrá una paulatina segregación 
espacial mucho más evidente y severa que 
la registrada al presente. Los precios de 
los diversos proyectos urbanos resultarán 
ser desmedidamente altos. Esta condición 
excluirá a los sectores medios y bajos 
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incapaces de sufragar estos costos por 
concepto de vivienda propia. 

2. Las corrientes inflacionarias seguirán 
haciendo de la clase media una cada vez 
más insolvente. Su lugar de residencia y 
sus estilos de vida se acercarán cada día 
más a estratas sociales económicamente 
inferiores, conduciendo a una inevitable 


polarización de clases. 


3. El patrón urbano que enfatiza en los 
controles de sus accesos y entornos, 
fomentará el aislamiento y la enajenación 
social, e incrementará el escepticismo, la 
negación de la realidad colectiva y el 
hermetismo social. Las ciudades tenderán 
a ser mucho más cerradas y 
departamentalizadas por estos proyectos 
nuclearizados, desconectadas del entorno 
y de las comunidades periféricas. En 
consecuencia se reinvindicará al 

criminal - al igual que las actividades 
ilícitas que estos representan - a través del 
escepticismo social que proyectan. 

4. Habrá cambios y evidentes 
complicaciones en las políticas públicas 
vigentes y en los servicios a las 


comunidades. 


5. Habrá una marcada puesta en cuestión 
del poder del Estado y de su capacidad de 
dominio y diligencia frente al crimen. Por 
otro lado se puede vislumbrar un 
incremento en el uso de los mecanismos 
privados de represión para guardar el 
orden social. 


6. Estos proyectos urbanos con controles 
de acceso, su endoso y proliferación, 
representan simbólicamente un explícito 
reconocimiento de la primacía y dominio 
que poseen las prácticas ilegales sobre el 
espacio. Prácticas que forzarán a la 
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ciudadanía a desarrollar patrones de 
hermetismo colectivo, respaldados por 
todo un montaje comercial que se nutre de 
ellos y de la caótica condición social. 


7. En términos de accesibilidad en casos 
de emergencias o desastres naturales 
estas barreras representarán serios 
inconvenientes, poniendo en peligro la 
vida y propiedad de la comunidad en 
pleno. 


En síntesis, las unidades vecinales representan 
instrumentos de enorme utilidad en tanto y en 


cuanto estén orientadas a la acción pluriclasista. 


Pero el replanteamiento de estas unidades 
vecinales a través de estos nuevos formatos 


urbanos redundan en productos y subproductos 


detrimentales a nuestra formación social. Quisiera 


concluir citando de Eduardo Césarman? una 
porción de su trabajo Hombre y Entropía que en 
buena medida avala las consideraciones antes 
esbozadas: 


“La tendencia de ciertos segmentos del 
sistema-sociedad y de ciertas clases 
sociales a aislarse constituye un factor de 
rigidez y por tanto de fragilidad de estos : 
grupos de seres humanos. El aislamiento y 
exclusividad de una banda o un círculo 
restringido pone de relieve su espíritu 
antisocial. Pero este mismo espíritu se 
encuentra dondequiera que un grupo 
tenga sus intereses propios, que lo aíslan 
de la plena interacción con otros grupos, 
de suerte que su propósito predominante 
es la protección de lo que han adquirido, 
en vez de la relación y progreso mediante 
relaciones más amplias. Esto caracteriza a 
las naciones que se aíslan unas de otras; a 
las familias que se recluyen en sus 
preocupaciones domésticas, como si no 


tuvieran conexión con una vida mas 
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amplia; a las escuelas cuando se separan 
de los intereses del hogar y de la 
comunidad; a la división entre ricos y 
pobres, cultos e incultos. El punto esencial 
es que el aislamiento produce ... ideales 
estáticos y egoístas dentro del grupo. No 
es accidental que las tribus salvajes 
consideren como sinónimos a extranjeros y 
enemigos. Los diversos grupos en que se 
divide el sistema-sociedad y que lo 
estructuran, al aislarse pretenden 
disminuir su propia entropía y permanecer 
alejados del caos ambiental con esta falta 
de comunicación, de intercambio y 
tolerancia a todo lo que parezca ajeno y 
externo; sin embargo, lo único que logran 
én este proceso es aumentar su rigidez, 
cerrar las puertas al pensamiento 
renovador capaz de utilizar la energía que 
les permita evolucionar y adaptarse al 
cambio e incorporarse al proceso de 
integración de todo el sistema-sociedad." « 


NOTAS AL CALCE: 


! Esta interpretación conceptual de la ciudad es discutida 
ampliamente por Christopher Alexander en su trabajo A 
Pattern Language, Oxford University Press. N.Y. 1977. 
En adición recomendamos del mismo autor A New Theory 


of Urban Design Part $1 Theory Oxford University Press. 
N.Y. 1977. 


ra 


* Hombre y Entropía. Termodinámica Social Vol. $l y 2, 
Ediciones Gernika 1973. También de George Baladier. El 
Desorden, La Teoría del Caos y Las Ciencias Sociales 
(Elogio a la fecundidad del movimiento), Editorial 
Gedisa, Barcelona, España 1990. 
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CONTROL DE ACCESO: CONFLICTOS CON 
NUESTRO ORDENAMIENTO DE PROPIEDAD 


MARÍA S. KORTRIGHT SOLER 


Es objeto del presente trabajo, el tema del control 
de acceso y los conflictos con el ordenamiento de 
propiedad. Nuestra tesis central es que la Ley 21 de 
20 de mayo de 1987, según enmendada, y el 
concepto de acceso controlado a propiedad de uso 
público, como son las calles de Puerto Rico, 
confligen con nuestro ordenamiento constitucional, 
nuestro ordenamiento de propiedad, y el 
ordenamiento urbano porque las calles son 
propiedad pública y como tales no son susceptibles 
de pertenecer ni de usarse o disfrutarse a modo 
exclusivo, como tampoco pueden ser enajenadas. 

En Puerto Rico siempre hemos contado con 
una forma perfectamente legal y lógica para 
construir complejos de vivienda totalmente 
privadas. Se llaman condominios y se edifican al 
amparo de la Ley de Propiedad Horizontal. Esta ley 
data de varias décadas y de haberse utilizado por 
los desarrolladores de complejos de viviendas 
diseñadas para cierre no habría hoy día los 
problemas que confrontamos con el, mal llamado, 
acceso controlado. 

A nuestro juicio la enmienda que se aprobó por 
la Legislatura de Puerto Rico el pasado 16 de julio 
de 1992, conocida como Ley 22 de 19921, es 
defectuosa también en la medida en que: 

1. Establece que la única deuda preferente sobre 
las cuotas del sistema de control serán las 
contribuciones sobre la propiedad y el pago 
hipotecario. La Ley de Sustento de Menores? 
dispone que el pago de pensión alimenticia es 
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preferente sobre toda otra deuda, excepto las 
deudas a favor del estado. 

2 Establece que basta la firma de un sólo 
propietario de la vivienda para que obligue y grave 
la vivienda. Esto tiene el efecto de anular el 
derecho de propiedad del cónyuge que se opone, si 
ese fuera el caso.3 


EXPLICACIÓN DE LA LEY 


¿Qué es "control de acceso"? Control de acceso se 
denomina un sistema existente en Puerto Rico 
desde mediados de la década de 1980, cuando los 
desarrolladores y urbanizadores comenzaron a 
construir urbanizaciones pequeñas cuyas calles 
eran restringidas en su acceso mediante una caseta 
de guardia para el uso de un guardián privado.* 

En aquella época nadie reparó en el hecho de 
que aquellas calles eran públicas ya que nunca 
fueron vías de paso para nadie. La forma en que se 
obligaban los residentes al pago de un sistema de 
seguridad era voluntariamente, mediante la firma 
de una escritura de servidumbres legales al 
momento de la compra. La escritura disponía 
cómo financiar el sistema de seguridad. 

En 1987 por la concurrencia de una serie de 
factores, entre ellos, la criminalidad; la 
inefectividad del Gobierno para lidiar, no sólo con 
el crimen sino también con otros problemas 
sociales que se reflejan en aumento del crimen; el 
efecto en el mercado de venta de casas, que 


ocasionaron precisamente las urbanizaciones 
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diseñadas para cierre”; y otras razones de carácter 
social, se aprobó la ley 21 de 20 de mayo de 1987. 
Esta ley permitió a comunidades de una sola 
entrada o salida, o cuyas entradas y salidas no 
fueran vías de acceso para otras comunidades, 
establecer un sistema de control de acceso.f 

En 1992 - un año eleccionario en que la presión 
de unos grupos que favorecían este sistema se 
tornó más agresiva y efectiva - la ley se enmendó 
para permitir controles a todas las comunidades 
con ciertas excepciones. Se pretendía agilizar el 
sistema, pero, sobretodo, se pretendía obligar a los 
propietarios de una urbanización cerrada al pago 
obligatorio de la cuota. Así se introdujo en la ley la 
obligación perpetua de toda persona que consienta 
a la instalación de un sistema de "acceso 
controlado" en su urbanización o comunidad. El 
monto del pago mensual será el que determine la 
Asociación de año en año. 

Esta ley también exigió que las agencias 
evaluaran cada solicitud en un término real de unos 
30 días.” En la práctica las medidas de agilización 
han tenido el efecto de neutralizar a las agencias 
públicas en el descargo responsable de su misión, y 
de hacer prácticamente imposible una oposición 
efectiva. Por otro lado, sabemos de solicitudes que 
afectan áreas turísticas y la Ley no dispone que se 
avise a la Compañía de Turismo, o a cualquier otra 
agencia relacionada con turismo.3 

Los Municipios se han caracterizado por 
empujar el cierre de calles a pesar de que el 
procedimiento les delega a ellos adjudicar los 
derechos de promoventes y Opositores en la 
ejecución de la Ley 21 de 1987.2 


EL PROCESO DE SOLICITUD 


En su aplicación la ley supone que una comunidad 
que quiere someterse a este régimen de derecho, 
logre presentar al Municipio evidencia de que 
cuenta con 75% de los residentes dentro del área 
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delimitada para el control*%, y que, además, 
acredite la forma que propone dicho control y que 
demuestre que puede asumir la responsabilidad 
por los gastos del sistema. 

Se supone que el plan de control en ningún 
momento presente la construcción de barreras 
arquitectónicas ni que imposibilite el acceso a las 
playas. Además se necesita el endoso de las 
agencias estatales y la aprobación de los planos de 
construcción por ARPE y cualquier otra agencia 
concernida con los permisos de construcción. 

En la práctica los procedimientos en los 
Municipios han sido gravemente defectuosos y se 
han aprobado cierres que claramente han 
violentado tanto el procedimiento como los 
requisitos sustantivos antes expuestos. 

Curiosamente la frase control de acceso no fue 
definida en la ley como tampoco en el reglamento. 
Es posible que la razón para ello fuera que ninguna 
definición que se pudiera confeccionar sobreviviría 
un ataque constitucional. Precisamente por la falta 
de definición, la ley ha sido interpretada por cada 
quién en la forma que guste y cada día que pasa 
vemos cómo las violaciones de derechos 
constitucionales toman diversas y variadas formas. 


EVOLUCIÓN DEL DERECHO DE PROPIEDAD 


De acuerdo a Manresa!?, la sociología 
evolucionista moderna entiende que el concepto 
primitivo de propiedad era comunal. En la época 
del derecho romano vemos una evolución hacia el 
concepto de propiedad plena sobre los bienes que 
una persona tenía en la mano, o sea las cosas 
muebles. 

En la época de los Reyes el territorio de Roma 
era propiedad colectiva aunque los ciudadanos 
podían poseer un jardín que era la habitación 
familiar pero no podía disponerse de tal propiedad. 

Desde tiempos inmemoriales la propiedad y la 
soberanía eran sinónimos. En la época medieval se 
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separan por primera vez ambos conceptos; según 
Puig Brutau!? 
”... fue en la ciudad donde por primera vez 
la propiedad inmobiliaria apareció con los 
atributos que, hasta entonces, sólo habían 
podido predicarse de la mobiliaria, a 
saber, que concedía un poder de 
disposición ilimitado sobre la cosa." 


DERECHO DE PROPIEDAD SEGÚN EL CÓDIGO CIVIL 


En nuestro ordenamiento el artículo 280 de nuestro 

Código Civill3 dispone que: 
"La propiedad es el derecho por virtud del 
cual una cosa pertenece en particular a 
una persona con exclusión de cualquier 
otra. La propiedad concede el derecho de 
gozar y disponer de las cosas sin más 
limitaciones que las establecidas en las 
leyes. El propietario tiene acción contra el 
tenedor y el poseedor de las cosa para 
reivindicarla." 


El concepto de propiedad, según el artículo 281 del 
Código Civill*, puede referirse, además, al 
concepto de la plena y entera propiedad que 
envuelve la facultad de usar, disfrutar y enajenar el 
objeto de la propiedad. También se puede ser 
propietario del derecho de usar y/o disfrutar una 
cosa o se puede ser propietario de servidumbres. 

De entrada notamos que las calles no pueden 
pertenecer en particular a una o varias personas 
con exclusión de las demás; como tampoco, por su 
finalidad, se podría disponer de ellas por éstos a 
quiénes se le entregue. Tampoco podemos pensar 
que una persona o varias personas puedan llevar 
una acción para reivindicar la posesión privada de 
una calle. 

Existen cosas que son susceptibles de 
pertenecer en forma privada a una o más personas 
y existen cosas que no son susceptibles de 


pertenecer en forma privada a una o más personas. 
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Nuestro Código Civil define bienes de uso público 
como: 
"Son bienes de uso público en Puerto Rico 

y en sus pueblos, los caminos estaduales y 

vecinales, las plazas, calles, fuentes y aguas 

públicas, los paseos y las obras públicas de 
servicio general costeadas por los mismos 
pueblos o con fondos del tesoro de Puerto 

Rico."15 
Vemos pués que podemos subdividir las cosas en 
propiedad pública y propiedad privada. La 
propiedad privada, a su vez, la podemos subdividir 
como propiedad privada individual o co-propiedad. 
También existe la propiedad que conocemos como 
propiedad horizontal o condominio que es una 
propiedad mixta en que la cosa pertenece en parte 
en forma exclusiva a su propietario, y en parte en 
forma común entre los propietarios de las partes 
exclusivas. 

Fíijense que por definición del Código Civil 
cualquiera de los derechos que mencionamos, el de 
propiedad plena, el de uso y disfrute, y el de 
servidumbre son susceptibles de pertenecer en 
forma exclusiva. 

Nos dice el Código Civil, en su artículo 27416, 
que no son susceptibles de apropiación las cosas 
"cuyo uso y disfrute pertenece a todos los hombres". 

Si las calles son públicas y no propiedad 
privada, ¿a base de qué disposición pueden los 
residentes de un sector apropiarse del uso y 
disfrute exclusivo de las mismas? 

Algunos de ustedes habrán oído a abogados 
decir que el sistema de control de acceso es lo 
mismo que un Condominio. Esto es totalmente 
incorrecto porque: 

1. El condominio o propiedad horizontal se 
concreta sobre propiedad privada en que no están 
presentes las consideraciones que hoy exponemos. 
2 El condominio es una forma de propiedad 
privada en que se mezclan derecho de propiedad 
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exclusiva con derechos de co-propiedad. En otras 
palabras usted es dueño en forma exclusiva de su 
apartamiento pero es dueño conjuntamente con 
otros sobre los elementos comunes del edificio o 
del predio de terreno o de la urbanización. 

3. Los condóminos pagan por la adquisición de la 
propiedad completa - incluyendo áreas verdes, 
pasillos, calles internas, vestíbulos, y otros - y 
también están obligados al pago del 


mantenimiento de dichas áreas, así como de su 
reparación. 


A diferencia de los elementos comunes en la figura 
de condominio las calles sujetas al control de 
acceso no son públicas. Por ello, en la Ley 21 de 
1987 ninguna disposición autoriza a los residentes o 


la Asociación a limitar el derecho de paso de 
persona alguna. 


Veamos qué es propiedad pública y por qué la 
propiedad pública es Propiedad de todos. Según 
José Ramón Parada Vázquez en su libro Derecho 
Administrativo - Bienes Públicos y Urbanismo!” 
son bienes públicos aquellos afectados a una 
finalidad pública, 

”..- es decir, a un uso O a un servicio público 

O al fomento de la riqueza nacional, 

variedades de la afectación que, a su vez, 


determinan la clasificación de los bienes 
demaniales." 


Declara que los bienes afectados por uso público 
son: 


“Todos aquellos que reúnen determinadas 
condiciones físicas, como los ríos, Ñ 
torrentes, riberas del mar, playas, * 


radas, ... y también, los que siendo obra 


del hombre, están afectados al uso público 


de forma directa Como ... carreteras, 


Plazas, calles, Paseos, parques, aguas, 


más obras públicas 
o utilización 


canales, puentes y de 
de AProvechamiento 
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generales cuya conservación y policía sean 
de la competencia de la Entidad Local ... 18 


Al contrario de lo que supone un control privado de 
una calle pública la tendencia generalizada hoy es 
la de ampliar el concepto de uso público sobre la 
propiedad privada. Continúa diciéndonos Parada 
que: 

"La utilización colectiva o uso común, es el 

que tiene lugar por el público en general y, 

por tanto, indiscriminadamente, en 

forma anónima, sin necesidad de 

título alguno.1? Este es el tipo de 

utilización que corresponde a las vías 

públicas terrestres ... El uso común 

general, o régimen normal de las 

utilizaciones colectivas, se rige por los 

principios de libertad, igualdad, gratuidad, 

principios que deben respetar los actos 

administrativos o disposiciones que se 

dicten sobre la utilización de estos 

bienes."20 


La condición de uso público de una calle tiene 
varias razones de ser, todas ellas de una gran 
importancia para el bienestar común. En primer 
lugar, garantiza al Estado su autoridad y soberanía 
toda vez que allí despliega realmente su presencia y 
autoridad. Garantiza el bienestar público porque el 
Estado tiene entonces unos deberes sobre la 
conservación y mantenimiento de dichos bienes, y, 
sobre todo, dirige el desarrollo de la sociedad con 
metas y deberes colectivos. Irónicamente la 
existencia de calles abiertas permite al Estado 
canalizar sin impedimentos ni obstrucciones sus 
esfuerzos de orden social. 

La condición de uso público de las calles, 
parques y otras áreas públicas garantiza además el 
ejercicio de los derechos y libertades civiles de los 
ciudadanos porque es en los bienes de uso público 
donde se ejercen los derechos fundamentales de 
expresión, discusión de asuntos públicos, 


CUADERNO ESPECIAL 


participación comunitaria, libertad de asociación, y 
otros. 

Entendemos que el Estado no tendría la 
facultad de vender las calles a la ciudadanía, 
aunque el Estado sí tiene el poder de vender un 
remanente de terreno una vez determina la 
ausencia de finalidad y uso público. Menos aún 
puede un político regalar el uso de las calles a 
grupos privados. Ya vimos que el uso también es 
propiedad; de manera que restringir el uso a unos 
individuos particulares es conceder una forma de 
propiedad de la cosa a dichos individuos. En el caso 
de control de acceso, el uso en efecto se está 


entregando a los residentes y sus invitados. 


DERECHO URBANO 


La Ley 21 de 1987 está codificada como parte del 
título de "Planificación y Fomento Público" en el 
Título 23 de Leyes de Puerto Rico Anotadas. Allí se 
compilan las leyes que se relacionan a "derecho 
urbano". 

El Derecho Urbano comprende la regulación 
total y completa del uso del suelo sobre todo el 
territorio nacional, a diferencia del derecho privado 
que contempla la facultad del propietario limitado 
únicamente por las instituciones civiles de la 
medianería y las servidumbres privadas o las 
públicas. (Véase el libro de José Ramón Parada 
Vázquez: Derecho Administrativo - Bienes Públicos 
y Urbanismo, Madrid, 1988). 

Esta rama del derecho se originó de la 
necesidad del Estado de regular el uso del suelo 
para trabajar con los problemas de miseria, 
enfermedad y condiciones de vida de la gente, que 
a su vez, fue consecuencia directa de la 
concentración de grandes masas de gente en las 
ciudades como consecuencia de la 
industrialización. En Puerto Rico contamos con las 
siguientes leyes sobre planificación urbana: 

1. La Ley de la Junta de Planificación 
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2 La Ley de la Administración de Reglamentos y 
Permisos 

3. La Ley de Certificación de Planos 

4. La Ley de Municipios Autónomos 


Una de las responsabilidades más importantes de 
la Junta de Planificación es la de formular el "plan 
de desarrollo integral de Puerto Rico". Este plan es 
el que guía a los organismos gubernamentales en la 
formulación de sus planes, programas y proyectos. 

El artículo 4 de la Ley Núm. 75 de 24 de junio de 
1975, según enmendada, dispone que será la razón 
de ser de la Junta el 

"guiar el desarrollo integral de Puerto Rico 

de modo coordinado, adecuado, 

económico, el cual, de acuerdo con las 

actuales y futuras necesidades sociales y 

recursos humanos, ambientales, físicos y 

económicos, hubiere de fomentar en la 

mejor forma la salud, la seguridad, el 

orden, la convivencia, la prosperidad, la 

defensa, la cultura, la solidez económica y 

el bienestar de los actuales y futuros 

habitantes, y aquella eficiencia, economía 

y bienestar social en el proceso de 

desarrollo, en la distribución de la 

población, en el uso de las tierras y otros 

recursos naturales y en las mejoras 

públicas que tiendan a crear condiciones 

para que la sociedad pueda desarrollarse 

integralmente."?1 
Independientemente de la inconstitucionalidad 
que hoy alegamos sobre la Ley 21 de 20 de mayo de 
1987, se destaca como un evento desgraciado que 
una de las consecuencias negativas de dicha ley es 
precisamente que en ninguno de sus apartados o 
disposiciones se requiere que las acciones que se 
tomen a su amparo, sean acciones coordinadas con 
los objetivos generales del Plan de Desarrollo 
Integral. 
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Así, a pesar de que la Junta de Planificación es 
el organismo responsable de asegurar que todas 
acciones gubernamentales sean consistentes entre 
sí, en atención a la unificación y coordinación 
lógica de esfuerzos, vemos que la L«y 21 de 20 de 
mayo de 1987 impide una ejecución cónsona con la 
misión del desarrollo integral de la sociedad, 
violentando así los principios de la Ley 75 de 1975. 

Debido a que la enmienda de 1992 de la Ley 21 
de 20 de mayo de 1987 respondió a los intereses 
privados de un grupo de presión, no se consideró 
en forma debida las implicaciones e impactos en el 
desarrollo de Puerto Rico. Se establecieron en la 
ley de 1992 unos criterios y unos términos de tiempo 
que no permiten la ejecución de la política pública 
del Estado Libre Asociado en materia de 
planificación integrada del uso del suelo y 
facilidades públicas en Puerto Rico. Ello resulta en 
que cada Municipio toma unas acciones sin 
considerar el impacto de las mismas sobre otros 
sectores, no sólo de otros Municipios sino aún 
dentro del mismo Municipio. Por ejemplo, la ley 
dispone?2 que: 

“La Junta solicitará que el Departamento 

de Transportación y Obras Públicas 

prepare un plano o planos indicando la 

posición exacta de los trazados de las 

futuras carreteras y calles. Dicho plano o 

planos contendrán los trazados para 

establecer con exactitud las líneas de 

carreteras y calle nuevas, ampliadas o 

ensanchadas, de Puerto Rico ... Una vez 

aprobados por el Departamento de 

Transportación y Obras Públicas, estos 

planos o mapas tendrán fuerza de ley.” 

La ejecución de la Ley 21 de 20 de mayo de 1987 da 
al traste con la implantación de la política pública 


de la Junta de Planificación. 
Por otro lado, corresponde a la Administración 


de Reglamentos y Permisos (ARPE) velar por el 


cumplimiento de sus reglamentos y los de la Junta 

de Planificación de Puerto Rico 

"para el desarrollo, subdivisión y uso de 

terrenos y para la construcción y uso de 

edificios, así como el cumplimiento de 

toda ley estatal, ordenanza, o 

reglamentación de cualquier organismo 

gubernamental que regule la construcción 

en Puerto Rico." 

También dispone la Ley que ARPE deberá 
"establecer estrecho enlace y coordinación 
con la Junta de Planificación, el . 
Departamento de Recursos Naturales, la 
Junta de Calidad Ambiental y los demás 
organismos gubernamentales para lograr 
la política pública ambiental, y asimismo 
la política pública sobre el desarrollo 
económico, social y físico de Puerto 
Rico ... para proveer el máximo beneficio a 
la comunidad puertorriqueña." 

Uno de los problemas que existe en la práctica es 

que una vez el Municipio aprueba el control de 

acceso, los planos de construcción de las 
facilidades no se analizan como es debido, ¿de qué 
otra forma se puede explicar que ARPE apruebe 
una construcción que implica el cierre de aceras 
cuando la Ley 21 de 1987 prohibe barreras 
arquitectónicas, y la Ley federal conocida como 

American with Disabilities Act of 1990 también. 
La ley además le impone a ARPE ejercer las 

facultades y obligaciones que imponen los artículos 

1 al 7 de la Ley número 25 de 8 de junio de 1962 

cuyos propósitos son asegurar las existencia de 

facilidades vecinales. 

El contraste entre la Ley 21 de 20 de mayo de 
1987 y la Ley 25 de 8 de junio de 1962 es revelador. 
Mientras en la primera es comunidad cualquier 
fracción de una comunidad para fines de autorizar 
el control de acceso de una calle?3, en la segunda 


varía el concepto de comunidad: 
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”... La más rápida observación de cómo 
están constituidos nuestros viejos 
vecindarios, señala de inmediato que una 
vecindad no es meramente un 
conglomerado de viviendas. Han sido 
complemento indispensable del viejo 
vecindario los servicios y facilidades 
educativas, de salud, de recreo, de 
protección, de comercio, de intercambio 
cultural y social, de expresión religiosa. La 
previsión para hacer disponibles estos 
servicios básicos en las nuevas 
urbanizaciones - los nuevos vecindarios 
de la ciudad - se fundamenta en las 
facilidades y servicios que ya tienen los 
vecindarios existentes en respuesta a las 
necesidades sentidas (23 L.P.R.A. Sec. 30a) 


«.. Por la presente se autoriza a la 
Administración de Reglamentos y 
Permisos, a requerir, previo a la 
aprobación de urbanizaciones y edificios 
multipisos, las siguientes facilidades 
vecinales: la construcción de facilidades 
educativas, culturales, recreativas, 
comerciales y cualesquiera otras 
facilidades que propendan al desarrollo 
físico, social, moral, religioso y cultural de 
la comunidad."?4 


Realmente aunque le llamamos en la ley 


facilidades vecinales, ello no es indicativo de que su 


uso puede ser restringido a miembros de una 
comunidad. Este aspecto es materia propia de 


derecho constitucional que veremos adelante. Por 


ejemplo, también dispone la ley que: 
"El Departamento de Instrucción Pública 
proveerá las facilidades educativas, o 
reembolsará al constructor de la 
urbanización el costo de dichas 
facilidades."25 
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Los promoventes del cierre de urbanizaciones 
gustan de decir que porque el constructor de una 
urbanización debe construir ciertas facilidades y 
éstas son consideradas en el precio de las unidades, 
que ello hace las facilidades privadas. Esto es 
incorrecto. Dispone la Ley Núm. 76 de 24 de junio 
de 1975 que: 

“La Administración no expedirá ningún 

permiso de construcción o de uso para 

ningún edificio, y no se levantará ningún 

edificio en ningún solar o parcela, a menos 

que dicho solar o parcela tenga acceso a 

una carretera o calle que haya recibido el 

status legal de calle pública antes de la 

fecha de la solicitud para adquirir dicho 

permiso, o sea, una carretera o calle de las 

aprobadas de acuerdo con las secs. 62 a 63j 

de este título ..."26 


DERECHO AMBIENTAL 


La Ley Sobre Política Pública Ambiental (12 L.P.R.A. 

Sec. 1121 y siguientes) dispone : 
"Se ordena que al máximo grado posible se 
interpreten, implementen y administren 
todas las leyes y cuerpos reglamentarios 
vigentes en estricta conformidad con la 
política pública enunciada en este 
Capítulo. Así mismo, se ordena a los 
departamentos, agencias, corporaciones 
públicas, municipios e instrumentalidades 
del Estado Libre Asociado de Puerto Rico y 
sus Sub-divisiones políticas, que en la 
implementación de la política pública de 
este Capítulo, cumplan con las siguientes 
normas: 


.. (C) incluir en toda recomendación o 
informe de propuesta de legislación y 
emitir, antes de efectuar cualquier acción o 
promulgar cualquier decisión guberna- 
mental que afecte significativamente la 


calidad del medio ambiente, una 
declaración escrita y detallada sobre: 

(i) el impacto ambiental de la legislación 
propuesta, de la acción a efectuarse o de la 
decisión a promulgarse; 

(ii) cualquiera efectos adversos al medio 
ambiente que no podrán evitarse si se 
implementare la propuesta legislación, si se 
efectuare la acción o promulgare la decisión 
gubernamental; 

(iii) alternativas a la legislación propuesta, 
O a la acción o decisión gubernamental en 
cuestión; 

(iv) la relación entre usos locales a corto 
plazo del medio ambiente del hombre y la 
conservación y mejoramiento de la 
productividad a largo plazo, y 

(v) cualquier compromiso irrevocable o 
irreparable de los recursos que estarían 
envueltos en la legislación propuesta si la 
misma se implementara en la acción 
gubernamental si se efectuara o en la decisión 
si se promulgara. 

Vista la anterior disposición legal, es forzoso 
concluir que tanto en la etapa de aprobación de la 
ley, como en las decisiones individuales que se 
toman por los Municipios - en la concesión de 
permisos para el cierre de calles - tiene que 
cumplirse con el requisito de incluir una 
declaración de impacto ambiental. Es de 
conocimiento público que en las acciones que se 
llevan al amparo de la Ley 21 de 1987 no se 
considera, en manera alguna, este aspecto. 


LA CONSTITUCIÓN Y EL ACCESO CONTROLADO 


Es necesario tener en Perspectiva que toda 

ley - sea de propiedad, sea urbana, sea social - 
está subordinada a la Constitución. Algunas de las 
razones por las cuáles las calles públicas no se 
pueden disfrutar en forma exclusiva A responden a 


que nuestra Constitución lo prohibe tanto por el 
efecto del Artículo VL, Sección 927. como por el 
efecto que tal acción tiene sobre otros 
derechos - tales como la garantía de igual 
protección de las leyes y de debido procedimiento 
de ley sustantivo respecto a nuestros derechos de 
libertad, expresión, asociación y religión - . 

Aunque no vamos a detenernos a reflexionar 
sobre el derecho constitucional es necesario 
resumir lo que el Tribunal Supremo de Estados 
Unidos declaró en el caso de Hague v. Committee 
for Industrial Organization, 307 U.S. 496 (1939): 

“Donde sea que descanse el título de las 

calles y parques, han sido desde época 

inmemorial, tenidas en fideicomiso para el 

uso del público y, tiempo fuera de las 

mentes, han sido utilizadas para propósitos 

de reunión, comunicando pensamientos 

entre los ciudadanos, y discutiendo 

asuntos públicos. Tal uso de las calles y 

sitios públicos ha sido, desde tiempos 

antiguos, una parte de los privilegios, 

inmunidades, derechos y libertades de los 

ciudadanos. El privilegio de un ciudadano 

de los Estados Unidos a usar las calles y 

parques para la comunicación de puntos 

de vista sobre asuntos nacionales puede 

ser regulado en el interés de todos; no es 

absoluto, pero relativo, y tiene su ejercicio 

que subordinarse a la comodidad y 

conveniencia de todos y en consonancia 

con la paz y buen orden pero no puede ser, 

bajo excusa de reglamentación, 

restringido o denegado." 
El 8 de mayo de 1985 el Procurador General 
(Attorney General) de California emitió una opinión 
sobre la legalidad del "acceso controlado". Le 
consultaron si era legal que una urbanización de 
cinco calles colocara portones con activador 
electrónico remoto (beeper) en cuatro de sus calles 
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e hiciera entrada general en la quinta calle, donde 
colocarían una caseta de guardián para que éste 
únicamente mirara a todo el que pasara y anotara 
la tablilla, o sea, sin intervención alguna con el 
ciudadano. 

El Procurador General concluyó que era 
inconstitucional bajo la Constitución federal y la de 
California que la Legislatura pasara una ley de 
control de acceso para limitar el uso público de las 
calles porque violentaba la cláusula de igual 
protección de las leyes, aún bajo el análisis más 
flexible que se puede hacer. Declaró citando a 
Westin, Privacy and Freedom (1967): 

"Uno de los elementos centrales de la 

historia de la libertad en las sociedades 

occidentales desde los días de la 

ciudad-estado griega ha sido la lucha para 
poner límites a los poderes de las 

autoridades económicas, políticas y 

religiosas para colocar a grupos privados e 

individuos bajo vigilancia en contra de su 

voluntad. La red completa de derechos 
constitucionales americanos se estableció 
para cortar los reclamos de vigilancia de 
autoridades gubernamentales." 


En Puerto Rico el control de acceso equivale al 
amurallamiento de las urbanizaciones o el cierre de 
las calles para impedir que personas que no residen 
en las calles cerradas, o que no son invitadas por 
los residentes, puedan entrar o pasar por dicha 
calle. Se interroga a cualquier no-residente que 
quiere pasar por la calle y se le priva a la ciudadanía 
de calles públicas y además de calles que enlazan 
comunidades por donde la gente posee una 
servidumbre natural. 

La forma en que en Puerto Rico se ha legislado 
e implantado este sistema es extrema. Esperamos 
que el Gobierno pueda recobrar la cordura 
necesaria para actuar en defensa de los derechos 
de todos. 
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Los cierres no responden únicamente a la 
criminalidad, responden a la incapacidad nuestra 
como sociedad, como Gobierno, de buscarle 
verdaderas soluciones al crimen. 

El día 21 de marzo el señor Francisco Aquino, 
Presidente del Concilio de Presidentes de 
Asociaciones de Residentes se expresó en el 


Programa de Conferencia de Prensa como sigue: 


"Es más, ... aquí hay urbanizaciones que 
están, inclusive, supervisando quiénes 
viven ahí dentro y que están haciendo ... y 
cuando ven cosas raras, la misma 
comunidad empieza ... tú sabes ... tú no 
puedes vivir aquí." 
En contraste con la cita antes expuesta veamos una 
cita en la Opinión del Procurador General de 
California quién, a su vez, cita a Sir Thomas Eskin: 


"Próximo en importancia a la libertad 
personal es la inmunidad a la observación 
suspicaz y celosa. Los hombres pueden no 
ser restringidos en su libertad; pueden 
pasar de aquí a allá a su gusto pero si sus 
pasos son seguidos por espías e 
informantes, sus palabras anotadas para 
acusarles, sus socios velados como 
conspiradores, ¿quién habrá de decir que 
son libres? Nada es más repugnante que 
el espionaje que forma parte de los 
sistemas despóticos continentales. 
Persigue a los hombres como un genio 
malvado, congela su alegría, restringe su 
ingenio, tira una sombra sobre sus 
amistades y apaga su hogar. La libertad de 
un Municipio puede ser medida por la 
inmunidad de esta desgraciada 
operación." 
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CONCLUSIÓN 


Concluimos haciendo un llamado a los 
responsables del orden en nuestro país y 
advirtiendo que el llamado control de acceso 
apunta hacia una confrontación inevitable entre 
ciudadanos. Mientras más cierres se decretan, 
mientras más tiempo transcurre, más se producen 
efectos permanentes de índole social. De una lado 
el efecto en el ciudadano que sabe que ese portón 
está ahí como barrera precisamente para el/ella 
por no ser acreedor de los méritos 


NOTAS AL CALCE: 

1 Véase el Título 23 de Leyes de Puerto Rico Anotadas, 
sección 64 y siguientes. 

2 Véase 8 L.P.RA. $ 501 et. seq. 

3 El pago de cuota constituye una gravamen sobre la 
propiedad por dos razones. En la práctica si usted vende su 
casa viene obligado a venderla a un comprador que esté de 
acuerdo con el sistema. Por otro lado, una vez usted firma 
consintiendo al sistema de control de acceso, si la mayoría 
de la comunidad quiere inscribir tal consentimiento en el 
Registro de la Propiedad sobre un gravamen, pueden 
hacerlo. No tenemos duda que la cláusula en cuestión 
adolece de vicios constitucionales. E 

% — Aunque antes de esta fecha había casos aislados como 
Suchville, eran tan pocos que no lo consideramos para fines 
de nuestro análisis, 


3 Por diversas razones las casas construídas en 
urbanizaciones diseñadas para el cierre de calles tuvieron 
mucha aceptación en el mercado, lo que ocasionó que otras 
urbanizaciones más viejas y cuyas calles discurrían de modo 
continuo por otras, se vieron afectadas. 


suficientes - sean cuáles fueren estos - para poder 
estar presente en una calle pública de un sector 
particular. De otro lado, mientras más tiempo 
transcurre, más difícil será remover estas barreras 
cuando el sistema sea declarado inconstitucional. 
Basta como ejemplo el caso de Brown v. Board of 
Education. Todavía en los Estados Unidos se viven 
los efectos y se resisten las comunidades a aceptar 
que la educación pública no puede ofrecerse sobre 
bases de segregación racial. 


6 Aunque se le llama control de acceso una serie de 
factores lo hacen sistema de cierre de calles en la práctica. 
Por ejemplo, cada día más comunidades construyen 
portones que sólo son operados por métodos electrónicos sin 
proveer para que haya una persona en el portón para 
operar el sistema. 

7 La ley dispone 45 días pero el Municipio tiene 10 días 
desde la fecha de radicación para notificarles de la 
solicitud. Si contamos con el término que puede una 
notificación tardar en el correo ordinario, creemos que el 
término real se reduce a unos 30 días. 

8  Laley no fue pensada para áreas turísticas. No 
obstante, en estos momentos existe una controversia por el 
proyectado cierre de la comunidad de Ocean Park que es 
paso para una playa pública. El Gobierno ha sido 
ineficiente en proteger el derecho del Pueblo a sus playas, 
y hoy día existen varias playas cuyo acceso es 
prácticamente imposible y reservado a personas de 
abundantes recursos. 

2 En un reciente programa radial pudimos escuchar a la 
licenciada Lenidas Ramírez, funcionaria del Municipio de 
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San Juan a cargo de la Oficina que tramita toda solicitud de 
cierre, decirle al Pueblo de Puerto Rico que su oficina está 
para orientar a los que desean control de acceso en sus 
urbanizaciones y ella no considera la solicitud como 
radicada hasta que no se completa el expediente porque el 
Municipio tiene un término fijo para decidir sobre la 
solicitud. Nótese que no devuelve la solicitud como 
desestimada por defectuosa. 

10 Sobre el área delimitada para control de acceso 
hablaremos más adelante ya que es uno de los problemas de 
la ley tanto en su letra como en aplicación. 

11 Derecho Civil, Tomo II, 8va edición 

12 Fundamentos del Derecho Civil, Tomo II, Vol. I, 

2da edición, pag. 150. 

13 31 L.P.R.A. $. 1111 

14 31 L.P.R.A. $ 1112 

19 Art256, 31 L.P.R.A. $ 1025 

16 31 L.P.R.A. $ 1082 

17 José Ramón Parada, Derecho Administrativo- Bienes 
Públicos y Urbanismo, Madrid, 1988) 

18. Td. a la página 42 

19 El énfasis es nuestro. 

2% Son precisamente estos principios los que se vulneran 
cuando se construye un control de acceso en una calle 
pública. 

21 23 LPRA sec. 62c 


2 23 LPRA sec. 62t (Ley Núm. 75 de 24 de junio de 1975) 

3 Uno de los problemas prácticos de la ley es que permite 
que el Municipio determine cuál es el área a ser cerrada. 
Cuando los proponentes de un cierre no pueden obtener el por 
ciento requerido, ajustan el perímetro de la comunidad a 
ser cerrada, corriendo entonces los muros a aquella área en 
la cual sí pueden conseguir el por ciento necesario. 

24 23 L.P.R.A. Sec. 30b 

5 23 L.P.R.A. Sec. 30c 


26 Se refiere a las disposiciones de la Junta de 
Planificación. Ya vimos que se refiere al hecho de que las 
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funciones de la Junta son precisamente velar por la 
confección de un plan de desarrollo integral de Puerto Rico. 
7 "Sólo se dispondrá de las propiedades y fondos públicos 
para fines públicos y para el sostenimiento y 
funcionamiento de las instituciones del Estado y en todo 
caso por autoridad de Ley.” (Art. VI Sección 9 - 
Constitución del Estado Libre Asociado de PR) 
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LEY DE CONTROL DEL TRAFICO DE VEHÍCULOS 
DE MOTOR Y USO PÚBLICO DE CIERTAS CALLES 


(LEY NÚMERO 21 DE MAYO DE 1987, SEGÚN ENMENDADA) 1 


LEGISLATURA DE PUERTO RICO 


SECCIÓN 1. - PERMISOS 


Los municipios podrán conceder permisos para el 
control del tráfico de vehículos de motor y del uso 
público de las vías públicas en paseos peatonales, 
calles, urbanizaciones y comunidades 
residenciales, públicos o privados, con un solo 
acceso de entrada y salida o que tengan más de un 
acceso de entrada o salida, pero que ninguna de sus 
vías públicas se use para la entrada o salida a otra 
calle, urbanización O comunidad que no haya 
solicitado el control de acceso. Cuando las calles, 
urbanizaciones o comunidades sean parte de más 
de un municipio, la jurisdicción recaerá en aquel 
municipio en que se ubiquen la mayor parte de las 
fincas. 

Los paseos peatonales cuyos accesos no sean 
controlados podrán ser vendidos por el valor 
nominal de $1.00 a los vecinos colindantes previa 
consulta con los municipios a los residentes del 
área circundante. 

No obstante lo antes dispuesto y lo establecido 
en el Apartado (1) del inciso (0) del Artículo 2.004 de 
la Ley Núm 81 de 30 de agosto de 19912, conocida 
como "Ley de Municipios Autónomos del Estado 
Libre Asociado de Puerto Rico de 1991", los 
municipios podrán expedir autorizaciones o 
permisos para el control de acceso de calles, 
urbanizaciones o comunidades cuyas vías públicas 
se usen como medios de entrada a, o salida de, 
otras calles, urbanizaciones o comunidades, 
siempre y cuando: 


REVISTA PLERUS 


(a) La otra calle, urbanización o comunidad tenga 
vías públicas alternas de entrada y salida y en caso 
que no tengan tales vías, se garantice a cada 
propietario y a cada residente los medios 
adecuados y necesarios de acceso vehicular a la 
calle, urbanización o comunidad en que se reside 
sin cargo alguno en igualdad de condiciones. 


(b) No se impida, obstaculice o limite a los 
propietarios y residentes de la otra calle, 
urbanizaciones o comunidad el flujo vehicular y 
peatonal por las vías y aceras públicas que tengan 
continuidad entre las calles, urbanizaciones o 
comunidades de que se trate. 


(c) Se notifique individualmente a cada 
propietario y residente de esa otra calle, 
urbanización o comunidad, la fecha, hora y lugar 
de las vistas públicas, con copia de la solicitud del 
permiso de control de acceso y en el término 
dispuesto en el inciso (a) de la Sección 3 de esta ley. 


(d) Se ofrezcan garantías suficientes para que los 
propietarios y los residentes de la otra calle, 
urbanización o comunidad reciban los servicios 
que requieran de agencias e instituciones, 
entidades y personas privadas. 

El municipio podrá autorizar un cierre parcial, 
durante las horas de menos tránsito, los fines de 
semana y días feriados en aquellos casos en que no 
sea posible un cierre total por razón de tránsito u 
otra razón aducida por cualquiera de las agencias 
concernidas. 
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Toda autorización o permiso de control de 
acceso se emitirá sujeto a las condiciones y 
requisitos establecidos en esta ley y en el 
reglamento que adopte la Junta de Planificación de 
Puerto Rico. El Municipio y la Asociación de 
Residentes estarán obligados a notificar por correo 
certificado a los residentes sus gestiones 
relacionadas con el proceso del cierre de las calles. 


SECCIÓN 2. - 


A los fines de poder solicitar y obtener el permiso a 
que se refiere la Sección 1 de esta ley, se deberá 
cumplir con los siguientes requisitos: 


(a) Que las urbanizaciones, calles o comunidades 
tengan Consejo, Junta o Asociación de Residentes 
debidamente organizada y registrada en el 

Departamento de Estado como una institución sin 


fines de lucro. 


(b) Que en la urbanización, calle o comunidad no 
exista ningún edificio o facilidad propiedad del 
Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico 
o de los municipios para uso y disfrute del público 
en general a excepción de aquellos dedicados a 
escuelas, parques recreativos o centros comunales. 


(c) Que la solicitud de autorización para controlar 
el acceso o los accesos a la urbanización, calle o 
comunidad sea adoptada por lo menos por tres 
cuartas (3/4) partes de los propietarios de las 
viviendas allí establecidas. La participación de 
dichos propietarios estará limitada a un propietario 
por vivienda y deberá constar por escrito bajó la 
firma de cada uno de ellos. Una autorización para 
solicitar el permiso para controlar el acceso o 
accesos a la urbanización, calle o comunidad 
prestada voluntariamente por un propietario mayor 
de edad y en representación de una vivienda, 
obligará al propietario a cumplir con lo dispuesto 
en la Sección 10 de esta ley y estará en pleno efecto 
y vigor mientras no se emita un documento escrito 
que claramente revoque la autorización prestada 
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con fecha anterior. Una revocación de autorización 
para solicitar el permiso para controlar el acceso o 
accesos a la urbanización, calle o comunidad será 
válida únicamente si se presenta en cualquier 
momento hasta la fecha de celebración de la 
primera vista pública. Luego de esta fecha aplicará 
lo dispuesto en la Sección 10 de esta ley. Aquellas 
personas que favorezcan la implantación del 
sistema, deberán hacerlo expresamente y por 
escrito, en el momento en que se lleve a cabo la 
gestión para obtener de los propietarios las 
autorizaciones necesarias para solicitar el permiso 


de control de acceso. 


(d) Que la comunidad se comprometa y presente 
garantías de que ha de asumir los gastos de 
instalación, operación y mantenimiento de las 
facilidades necesarias para el control de acceso a la 


urbanización o comunidad. 


SECCIÓN 3. - NOTIFICACIONES 

(a) Radicación de Solicitud y Notificación de 
Vistas Públicas: 

Toda petición de permiso o autorización de control 
de acceso deberá radicarse ante el municipio en 
cuya jurisdicción radique la calle o calles que su 
acceso se proponga controlar de conformidad con 
lo establecido en esta ley y en los reglamentos 
adoptados conforme a ella. El municipio deberá 
celebrar vistas públicas, no más tarde de los 
cuarenta y cinco (45) días del recibo de dicha 
petición, luego de dar aviso al público de la fecha, 
sitio y naturaleza de la vista mediante notificación 
escrita a los residentes de la urbanización, calles y 
comunidad residencial, pública o privada, para la 
que se solicita el control de acceso y la publicación 
de un aviso en uno de los periódicos de circulación 
general o regional en Puerto Rico, con no menos de 
treinta (30) días de anticipación a la fecha de la 
vista. Sólo podrán utilizarse periódicos de 
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circulación regional si el municipio de que se trate 


está dentro de la región servida por el mismo. 


(b) Notificación a las Agencias: 


No más tarde de los diez (10) días siguientes a la 
fecha de su presentación, el municipio enviará 
copia de la solicitud de control y notificará la fecha, 
hora y lugar señalado para las vistas públicas al 
Departamento de Transportación y Obras Públicas, 
la Policía de Puerto Rico, el Cuerpo de Bomberos 
de Puerto Rico, la Autoridad de Energía Eléctrica, 
la Autoridad de Acueductos y Alcantarillados y el 
Servicio de Correo. También notificará al 
Departamento de Recursos Naturales cuando para 
la construcción, instalación, mantenimiento y 
operación del control de acceso propuesto se 
requiera el corte o poda de árboles en propiedad 
Pública o privada; a la Autoridad Metropolitana de 
Autobuses en caso de solicitudes para calles, 
urbanizaciones o comunidades ubicadas en áreas 
servidas por dicha Autoridad y a cualesquiera otras 
agencias de servicios públicos que el municipio 
estime necesario o conveniente. El municipio 
enviará, además, a cada una de dichas agencias 
copia de toda la documentación en su poder que 
sea útil, conveniente o necesaria para que las 
agencias puedan evaluar la solicitud de permiso de 
control de acceso y emitir su opinión y decisión. 


(c) Endoso de Agencias: 


Cada agencia deberá expresar por escrito si endosa 
O no el control de acceso propuesto en o antes de la 
celebración de la primera vista pública. De 
favorecerlo, pero con modificaciones y condiciones, 
expresará claramente en qué consisten y las 
justificaciones de las mismas. De oponerse al 
control de acceso se expresarán las razones para 
negar su endoso y de ser solicitado por el municipio 
acompañará copia certificada de los estudios, 
informes, mensuras, opiniones y otros documentos 
que fundamenten la determinación de la agencia 


de que se trate. Las agencias que no comparezcan 
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por escrito antes de concluir la primera vista 
pública, se entenderá que endosan los controles de 
acceso en la forma y extensión propuesta en la 
solicitud al efecto. 


(d) Dictamen del Municipio: 

El municipio emitirá su decisión sobre toda 
solicitud de permiso de control de acceso no más 
tarde de los diez (10) días laborales siguientes a la 
fecha de celebración de la última vista publica. Si 
la determinación del Municipio favorece los 
controles propuestos por la Junta, Consejo o 
Asociación de Residentes, emitirá un dictamen 


final y autorizará la implantación. Dicho dictamen 


será firme desde la fecha del archivo en el 
municipio de copia de su notificación. Si la 
autorización del Municipio modifica o establece 
restricciones a los controles propuestos por la Junta, 
emitirá un dictamen preliminar que contendrá las 
condiciones, cambios o modificaciones bajo los 
cuales deberá desarrollarse el proyecto teniendo 
que adoptarse dicho dictamen preliminar mediante 
declaración firmada por no menos de tres cuartas 
(3/4) partes de los propietarios, dentro de los quince 
(15) días siguientes a la fecha de archivo en el 
municipio de copia de su notificación. La firma de 
dichos propietarios estará limitada a un propietario 
por vivienda. El dictamen preliminar adoptando el 
control de acceso con las condiciones impuestas 
por el municipio será firme a la fecha del archivo en 
el municipio de la declaración antes requerida. 

(e) Reconsideración y Revisión Judicial: 

Toda persona, Asociación de Residentes, 
urbanizador o desarrollador que no esté de acuerdo 
con la decisión del municipio sobre una solicitud de 
permiso de control de acceso, podrá solicitar su 
revisión judicial dentro de los veinte (20) días 
siguientes a la fecha de archivo en el municipio de 
copia de la notificación concediendo la autorización 
o permiso de control de acceso o del archivo de la 
declaración jurada adoptando el dictamen 
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preliminar, según sea el caso. El Tribunal emitirá 
su decisión dentro de los treinta (30) días siguientes 
a la fecha de la solicitud de revisión. 


Toda agencia que de acuerdo a la ley y reglamentos 
correspondientes deba aprobar, endosar, 
recomendar o tomar alguna otra acción sobre el 
diseño, planos y otros particulares necesarios para 
solicitar y obtener los permisos de construcción y 
uso de controles de acceso en una calle, 
urbanización o comunidad, deberá emitir su 
decisión o determinación dentro del término de 
treinta (30) días, contados a partir de la fecha en 
que la Asociación de Residentes o su representante 
autorizado someta todos los documentos 
requeridos para ello. Por su parte la Administración 
de Reglamentos y Permisos deberá emitir o 
denegar el permiso de construcción dentro del 
término de cuarenta y cinco (45) días, contados a 
partir de la fecha en que la Asociación de 
Residentes someta la solicitud de dicho permiso 
con las aprobaciones o endosos de otras agencias 
que se requieran y con todos los documentos o 
estudios exigidos por ley y reglamento. 

La autorización estará igualmente sujeta a que 
no imposibilite cumplir con las reglamentación 
vigente sobre acceso a las playas; que no se 
imposibilite o dificulte a los residentes externos a la 
comunidad el uso y disfrute de las instalaciones 
deportivas, recreativas y de otras facilidades 
comunales, ni se le imposibilite recibir servicios de 
las instituciones privadas, como escuelas, iglesias, 
hospitales, clubes cívicos y otros, ubicados en la 
comunidad y que no constituya una barrera física ó 
arquitectónica a ciudadanos impedidos; derechos 
que se divulgarán al público mediante la colocación 
de rótulos visibles a las entradas de las 
comunidades que disfruten del sistema de control 
de acceso conforme a lo dispuesto en esta ley, 
identificándose en dichos rótulos las instalaciones y 


facilidades públicas existentes en dicha 
comunidad. 


SECCIÓN 4. - SOLICITUD ANTES DE LOTIFICAR 

O DESARROLLAR 

Cualquier urbanizador, desarrollador de terrenos o 
constructor de urbanización, lotificación o 
lotificación simple, antes de vender, de haber 
concedido una opción de compra o de cualquier 
otra forma haberse comprometido a vender una 
vivienda, solar, lote o terreno de los que se propone 
desarrollar o lotificar, podrá establecer en éste los 
controles de acceso, sujeto a que cumpla con las 
disposiciones de esta ley y de las ordenanzas y 
reglamentos que adopte el municipio que le sean 
aplicables y obtenga previamente la 
correspondiente autorización o permiso de control 
de acceso del municipio donde ubique la 
urbanización, lotificación o lotificación simple, 
según sea el caso. 

El municipio establecerá por reglamento, en 
consulta con la Junta de Planificación de Puerto 
Rico, el procedimiento para conceder 
autorizaciones o permisos de control de acceso bajo 
esta Sección. Los urbanizadores o desarrolladores 
no estarán sujetos a lo dispuesto en los incisos (a), 
(b) y (d) de la Sección 2, ni de la Sección 3 de esta 


ley. 


SECCIÓN 4-A. - 


Todo urbanizador o desarrollador de terrenos O 
constructor de urbanización, lotificación O 
lotificación simple que por sí, a través de cualquier 
otra persona o en cualquier forma, ofrezca, exhiba, 
promueva o anuncie la venta de viviendas, solares, 
lotes o terrenos con acceso controlado deberá 
mostrar el original certificado del correspondiente 
permiso, según expedido por el municipio, al 
momento de acordar o firmar cualquier 
compromiso u opción de compraventa. Si a la 
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fecha de firmarse dicha opción la solicitud de 
permiso de control de acceso todavía se encuentra 
pendiente en el municipio correspondiente, el 
urbanizador o desarrollador vendrá obligado a 
informar al potencial comprador la etapa en que se 
encuentra dicha solicitud. Todo urbanizador o 
desarrollador deberá entregar a todo adquirente 
copia certificada del permiso de. control de acceso 
otorgado por el municipio correspondiente en el 
momento que se otorgue escritura de compraventa. 

Toda persona que incumpla lo antes dispuesto, 
estará sujeto a una multa administrativa no menor 
de mil quinientos (1,500) dólares ni mayor de tres 
mil (3,000) dólares. Se considerará una violación 
separada por cada vez que se deje de cumplir la 
obligación antes impuesta. 

Ningún urbanizador o desarrollador de 
terrenos o constructor de urbanización, lotificación 
O lotificación simple podrá por sí, a través de 
cualquier otra persona o en cualquier forma, 
ofrecer, exhibir, promover o anunciar la venta de 
viviendas, solares, lotes o terrenos induciendo a 
creer que la calle, urbanización o comunidad 
tendrá acceso controlado, sin haber obtenido del 
municipio a que corresponda y tener vigente el 
permiso de control de acceso exigido en esta ley, 
de haber solicitado permiso, indicar la etapa en 
que se encuentre el mismo. Toda persona que viole 
las disposiciones de esta Sección estará sujeta a 
una multa administrativa no menor de mil 
quinientos (1,500) dólares ni mayor de tres mil 
(3,000) dólares. Se considerará una violación 
separada por cada día que se incurra en la 
conducta antes prohibida. 

El Departamento de Asuntos del Consumidor 
tendrá jurisdicción primaria para dilucidar y 
resolver las querellas presentadas al amparo de 
esta Sección de acuerdo a los procedimientos y 
normas establecidos en la Ley Núm. 5 de 23 de abril 
de 1973, según enmendada, conocida como "Ley 
Orgánica del Departamento de Asuntos del 
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Consumidor" y de los reglamentos adoptados en 
virtud de la misma, que no sean incompatibles con 
lo dispuesto en esta Sección. 


SECCIÓN 5. - LIMITACIONES 


Esta autorización se concederá sujeto a que bajo 
ninguna circunstancia se impida el libre acceso a la 
Policía, Bomberos o cualquier otro servicio de 
emergencia, incluyendo los servicios de 
ambulancias públicas o privadas y de los 
empleados de las corporaciones públicas, sus 
agentes o corporaciones públicas, sus agentes o 
contratistas que ofrecen servicio de agua, energía 
eléctrica, teléfono o recogido de desperdicios 
sólidos como tampoco de ningún funcionario o 
empleado que deba visitar la comunidad en 
funciones oficiales, estudiantes, maestros, 
funcionarios y empleados del Departamento de 
Instrucción Pública que presten servicios en las 
escuelas. 

Disponiéndose, que si por alguna razón de no 
haber una persona o mecanismo eficaz que se 
pueda activar para facilitar el acceso a la 
comunidad en circunstancias de emergencia y los 
agentes de seguridad y orden público antes 
mencionados se vieran en la obligación de forzar, 
destruir, mutilar o remover las facilidades de 
control de acceso, el Estado Libre Asociado de 
Puerto Rico ni los municipios serán responsables 
por los daños ocasionados a éstos. 


SECCIÓN 6. - VIOLACIONES; REVOCACIÓN 


Cualquier violación o incumplimiento de los 
requisitos antes establecidos conllevará la 
revocación automática de la autorización, excepto 
cuando el permiso o autorización se haya inscrito 
en el Registro de la Propiedad de Puerto Rico según 
se autoriza en la Sección 8 de esta ley. Los gastos de 
desmantelar o remover las facilidades de control de 
acceso serán responsabilidad y por cuenta de los 





residentes y propietarios de la urbanización o 
comunidad concernida que favorecieron el control 
de acceso. 

Cuando el permiso o autorización conste 
inscrito en el Registro de la Propiedad de Puerto 
Rico no se podrá revocar la autorización pero el 
municipio en donde ubique el desarrollo o 
lotificación podrá imponer sanciones, de existir 
una ordenanza municipal a tal efecto, a toda 
persona natural o jurídica responsable de violar o 
incumplir los requisitos antes establecidos. Cuando 
el permiso o autorización se haya solicitado por el 
urbanizador, el desarrollador o el constructor éstos 
serán responsables por dichos incumplimientos o 
infracciones mientras no se hayan vendido y 
entregado más del sesenta y cinco por ciento (65%) 
de las residencias, solares o lotes de que consta la 
urbanización, lotificación o lotificación simple. 
Cuando hubiese constituido un Consejo, Junta o 
Asociación de Residentes ésta será responsable del 
incumplimiento o infracción de las disposiciones de 
la Sección 5 de esta ley y mantendrá bajo su 
autoridad el control de acceso para administrarlo y 
mantenerlo. 

Los gobiernos municipales de Puerto Rico 
tendrán facultad para aprobar aquellas ordenanzas 
municipales que sean necesarias para sancionar las 
violaciones a las disposiciones de las Secciones 1 a 
18% de esta ley o del reglamento promulgado a su 
amparo hasta un máximo de doscientos cincuenta 
(250) dólares por cada violación. Cada día en que se 
incurra en la misma violación será considerada 
como una violación separada. 


SECCIÓN 7. - VIGENCIA! 


Esta ley estará en vigor ciento veinte (120) días 
después de su aprobación. 


SECCIÓN 8. - INSCRIPCIÓN; REQUISITOS 


El permiso y autorización a que se refiere la 


Sección 1 de esta ley podrá inscribirse en el 
Registro de la Propiedad de Puerto Rico como un 
gravamen real sobre la finca cumpliendo los 
siguientes requisitos: 

(a) Cuando la solicitud de permiso y autorización 
fue hecha por un urbanizador, desarrollador o 
constructor que haya cumplido con lo establecido 
en la Sección 4 de esta ley deberá el titular y 
propietario registral hacer la solicitud de 
inscripción en escritura pública y someterá 
certificación de la Junta de Planificación de Puerto 
Rico y del municipio en donde se ubique el 
desarrollo o lotificación en la que se haga constar 
que se cumplieron los requisitos expuestos en la 
Sección 4 de esta ley y las condiciones o 
limitaciones impuestas para la concesión del 
permiso o autorización. Si la finca sobre la que ha 
de inscribirse el gravamen estuviese segregada o su 
segregación fuere solicitada se inscribirá el 
gravamen sobre cada una de las nuevas fincas 
segregadas o a segregarse. Si no estuviese 
segregada la finca y luego se segrega entonces al 
momento de cada segregación el registrador de la 
propiedad hará constar en cada inscripción de las 


nuevas fincas la existencia del gravamen 


(b) Cuando la solicitud de inscripción sea hecha 
por cualquier otra persona que no sea el 
urbanizador, desarrollador o constructor se 
requerirá que la solicitud de inscripción sea hecha 
mediante escritura pública suscrita por los titulares 
registrales que son propietarios de más del 
cincuenta por ciento (50%) de las fincas que forman 
parte de la urbanización, calle o comunidad a la 
que se le ha extendido el permiso y autorización y 
se acompañará una certificación del municipio que 
concedió la autorización y permiso en la que se 
hará constar el otorgamiento de dicho permiso y las 
condiciones impuestas. Dicha solicitud de 
inscripción podrá hacerse mediante escritura 
pública por el Consejo, Junta o Asociación de 
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Residentes que esté debidamente organizado a 
tenor con las leyes de Puerto Rico y esté en 
funciones, pero en este caso deberá presentarse 
una declaración jurada de cada titular registral que 
sea propietario de cada una de las fincas sobre las 
que ha de constituirse el gravamen en la que éstos 
certifiquen que consienten la inscripción del 
gravamen y que autorizan al Consejo, Junta o 
Asociación a solicitar la inscripción y se hará 
constar la descripción registral del inmueble. La 
inscripción aquí dispuesta sólo surtirá efecto sobre 
aquellas fincas cuyos titulares hayan consentido la 
inscripción. 

Cuando el titular haya consentido la inscripción del 
gravamen condicionado a que el gravamen sea 
constituido por determinado por ciento de 
propietarios de la urbanización, calle o comunidad 
se deberá acreditar adecuadamente el 
cumplimiento de la condición antes de que se 
pueda inscribir la autorización y permiso como 
gravamen sobre la finca de propietario autorizante 
sujeto a dicha condición. 

La inscripción aquí autorizada estará sujeta al 
pago de derechos de inscripción de cinco (5) 
dólares en comprobantes de rentas internas, y la 
de cancelación igual cantidad, sin que pueda 
cobrarse cantidad adicional alguna por el 
Registrador de la Propiedad de Puerto Rico. 


SECCIÓN 9. - CANCELACIÓN DE 

INSCRIPCIÓN; REQUISITOS 

La inscripción en el Registro de la Propiedad de 
Puerto Rico del permiso y autorización señalado en 
la Sección 8 de esta ley podrá cancelarse 
cumpliendo con las siguientes disposiciones: 


(a) Cuando la inscripción fue solicitada bajo las 
disposiciones del inciso (a) de la Sección 8 de esta 
ley se requerirá que consientan a la cancelación el 
noventa por ciento (90%) de los propietarios de las 
fincas sujetas al gravamen. 
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(b) Cuando la inscripción fue solicitada bajo las 
disposiciones del inciso (b) de la Sección 8 de esta 
ley se requerirá que consientan a la cancelación el 
setenta y cinco por ciento (75%) de los propietarios 
de las fincas sujetas al gravamen. 


(c) Cuando el control del tráfico y acceso no sea de 
utilidad para la urbanización, calle o comunidad, 
el Consejo, Junta o Asociación de Residentes podrá 
recurrir al Tribunal Superior con competencia para 
que éste autorice la cancelación de la inscripción 
con citación a todas las partes interesadas. Este 
procedimiento podrá utilizarse cuando no se pueda 
utilizar los mecanismos establecidos en los dos 
incisos anteriores. 


SECCIÓN 10. - OBLIGACIÓN DE CONTRIBUIR 
PROPORCIONALMENTE; PROPIETARIOS 

(a) Cuotas y pagos: 

El Consejo, Junta o Asociación de Residentes está 
facultada para imponer una cuota para cubrir los 
costos y gastos de instalación, operación y 
mantenimiento del sistema de control de acceso, 
incluyendo los salarios o jornales del personal 
contratado. Asimismo, está facultada para cobrar 
dicha cuota y reclamar la deuda a un propietario 
por este concepto por la vía judicial. La obligación 
de pago recaerá en los siguientes propietarios: 

(1) Los propietarios de fincas en las que se haya 
inscrito la autorización o permiso bajo el 
procedimientos establecido en la Sección 8 
anterior. 

(2) Los propietarios que autorizaron la solicitud 
para establecer el control de acceso, según fue 
implantado. 

(3) Todo propietario adquirente de una finca, 
ubicada en una urbanización, calle o comunidad 
que ha sido autorizada por el municipio 
correspondiente para controlar el acceso o que, a la 


fecha de compraventa, se encontrara en trámite de 
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obtener el consentimiento de tres cuartas (3/4) 
partes de los propietarios y así conste en actas. 

(4) Cuando la solicitud fue hecha por el 
urbanizador, desarrollador o constructor, el pago 
de cuota será obligatorio para toda persona que 
advenga dueño del inmueble. 

(5) Eos propietarios que no autorizaron 
expresamente el establecimiento del Sistema de 
Control de Acceso, pero que en fecha posterior se 


comprometieron al pago mediante contrato escrito. 


(b) Cuotas no satisfechas: 


La cantidad proporcional con que debe contribuir 
cada uno de dichos propietarios a los gastos 
señalados se determinará, fijará e impondrá al 
principio de cada año calendario o fiscal y vencerá y 
será pagadera en plazos mensuales. Las cuotas que 
no sean satisfechas dentro del plazo fijado para su 
pago, devengarán intereses al máximo legal fijado 
para prestamos personales, según lo establezca la 
Junta Reguladora de Tasas de Interés para 
préstamos personales concedidos por la banca 
comercial. La falta de pago de tres (3) o más plazos 
consecutivos conllevará una penalidad adicional 
equivalente al uno por ciento (1%) mensual del total 
adeudado. 

El propietario que esté en mora será requerido 
de pago mediante correo certificado con acuse de 
recibo y de no efectuar el pago en el plazo de 
quince (15) días a partir del recibo de la notificación 
por correo certificado, se le podrá exigir el pago por 
la vía judicial, en cuyo caso el Tribunal impondrá al 
deudor moroso el pago de costas y honorarios de 
abogado. 

Cuando el demandante así lo solicitare, en 
aquellos casos en que el propietario moroso 
hubiere arrendado el inmueble, el Tribunal 
ordenará al arrendatario que consigne 
judicialmente a favor del demandante la cantidad 
necesaria de los pagos correspondientes al 
arrendador por concepto de cánones de 


arrendamiento, según vayan venciendo, hasta que 


se cubra totalmente la deuda del propietario. 


SECCIÓN 11. - CRÉDITO PREFERENTE; LIMITACIÓN 


El crédito contra cualquier propietario por su parte 
en los gastos a los que se refiere el inciso (a) de la 
Sección 10 de esta ley tendrá preferencia sobre 
cualquier otro crédito de cualquier naturaleza, 
excepto los siguientes: 


(a) Los créditos a favor del Estado Libre Asociado 
de Puerto Rico y la correspondiente municipalidad 
por el importe de las cinco (5) últimas anualidades y 
la corriente no pagada, vencidas y no satisfechas 


de las contribuciones que graven al inmueble. 


(b) Los créditos hipotecarios inscritos en el 
Registro de la Propiedad de Puerto Rico. 


SECCIÓN 12. - RESPONSABILIDAD SOLIDARIA DE 
ADQUIRENTES VOLUNTARIOS 

La obligación del propietario de un inmueble por su 
parte proporcional de los gastos señalados en la 
Sección 10 de esta ley constituirá un gravamen 
sobre dicho inmueble cuando éste se haya 
constituido conforme a lo establecido en la Sección 
8 de esta ley. Por lo tanto, el adquirente voluntario 
del inmueble así gravado será solidariamente 
responsable con el transmitente del pago de las 
sumas que éste adeude, a tenor con la Sección 10 
de esta ley, hasta el momento de la transmisión, 
sin perjuicio del derecho del adquirente a repetir 


“contra el otro otorgante, por las cantidades que 


hubiese pagado como deudor solidario. 

El propietario de un inmueble sujeto a un 
gravamen por virtud de lo dispuesto en las 
Secciones 1 a la 18% de esta ley estará obligado a 
informar a cualquier adquirente voluntario de dicho 
inmueble los gravámenes que afecten al mismo por 
concepto de los gastos señalados en la Sección 10 
de esta ley. La información sobre los gravámenes 


que afecten el inmueble tendrá que ser 
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suministrada al adquirente voluntario con 
anterioridad al cierre de la transacción que 
corresponda. 

El adquirente voluntario podrá incoar contra el 
titular que dejare de informar dichos gravámenes 
una acción por dos (2) veces el importe de lo 
adeudado por concepto de los gastos señalados en 
la Sección 10 de esta ley, más las costas y 


honorarios del abogado demandante. 


SECCIÓN 13. - REGLAMENTOS 


La Junta de Planificación de Puerto Rico adoptará 
un Reglamento para ser utilizado por todos los 
gobiernos municipales en el establecimiento de 
normas y procedimientos necesarios para la 
Obtención de autorizaciones y permisos para el 
control del tráfico de vehículos de motor y el uso 
Público de las calles en las urbanizaciones y 
comunidades conforme a lo dispuesto en esta ley. 
Los gobiernos municipales podrán adoptar 
normas mediante ordenanzas que estimen 
Pertinentes en todo aquello que no sea 
incompatible con lo ya establecido en el 
reglamento de la Junta de Planificación y que sea 


necesario para llevar a cabo los propósitos de esta 
Ley. 


SECCIÓN 14 - FIANZA 


A los fines de conceder la autorización o permiso a 
tenor con lo dispuesto en las Secciones 1 y 3 de esta 
ley el municipio donde ubique el desarrollo o 
lotificación podrá requerir la prestación de una 
fianza o garantía cuya cuantía no excederá de dos 
mil (2,000) dólares. Dicha fianza o garantía 
responderá en las situaciones previstas en la 
Sección 6 de esta ley. 


SECCIÓN 15. - EXCEPCIÓN AL PAGO DE CUOTA 


Los propietarios que no autorizaron expresamente 
el establecimiento del sistema de control de acceso 
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no estarán obligados al pago de cuotas para el 
establecimiento, operación, mantenimiento o 
remoción de dicho sistema excepto en aquellos 
casos en que se comprometan a dichos pagos 
mediante contrato escrito. Cuando así se 
comprometan, estos propietarios estarán sujetos a 
las obligaciones y disposiciones de la Sección 10 de 
esta ley. Todo propietario o residente tendrá acceso 
al área sujeta al control de acceso en igualdad de 
condiciones y todo propietario podrá participar con 
voz y voto en las asambleas generales que celebre 
el Consejo, Junta o Asociación de Residentes, 
independientemente de que sea o no miembro de 
dicho organismo. 


SECCIÓN 16. - 
(a) Toda persona que adquiera el título de una 
residencia en una urbanización, calle o comunidad 
donde se haya establecido un sistema de control de 
acceso, notificará al Consejo, Junta o Asociación de 
Residentes su nombre, dirección y fecha en que 
adquirió la propiedad no más tarde de los treinta 
(30) días siguientes a la fecha de adquisición. 
Dentro de este término acreditará además con 
documentos fehacientes el hecho de la adquisición. 
Todo vendedor de cualquier propiedad en una 
calle, urbanización o comunidad de acceso 
controlado viene obligado a comunicar al 
adquirente voluntario el requisito de notificación 
aquí establecido en o antes de la fecha de 
adquisición. 
(b) En todo caso de venta o arrendamiento de una 
residencia dentro de una urbanización, calle o 
comunidad donde se haya establecido un sistema 
de control de acceso, el titular de dicha residencia 
lo notificará al Consejo, Junta o Asociación de 
Residentes, dentro de los treinta (30) días 
siguientes a la fecha de la venta o arrendamiento. 
La notificación incluirá el nombre completo del 
adquirente o arrendador, la dirección y la fecha 
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exacta de dicha venta o arrendamiento. Además 
deberá exigir al adquirente o arrendatario en el 
documento de venta o arrendamiento, según sea el 
caso, la expresión de que conoce y observará 
plenamente los preceptos de la Ley Núm. 21 de 20 
de mayo de 1987, según enmendada, y del 
Reglamento adoptado en virtud de la misma por el 
Consejo, Junta o Asociación de Residentes. 

El titular arrendador seguirá siendo el 
responsable exclusivo de las contribuciones para 
los gastos de reparación y mantenimiento de los 
dispositivos, equipos, sistemas y otros de control de 
acceso y además responderá del incumplimiento 
por parte del arrendatario, de las disposiciones de 


esta ley y del Reglamento que le sean aplicables. 


SECCIÓN 17. - DISPOSICIÓN TRANSITORIA” 


(a) En los casos de calles, urbanizaciones y 
comunidades cuyos propietarios adquirieron el 
inmueble con anterioridad a la fecha de aprobación 
de esta ley bajo la creencia de que el urbanizador o 
desarrollador había obtenido el permiso o 
autorización de control de acceso requerido por 
esta ley, los municipios concederán tales permisos 
o autorizaciones a petición de la Asociación de 
Residentes sin tener que cumplir con las 
disposiciones de la Sección 3 de esta ley, siempre y 
cuando cumplan con los siguientes requisitos: 

(1) El urbanizador o desarrollador de terrenos o 
constructor de urbanización, lotificación o 
lotificación simple, sus agentes o empleados o el 
vendedor de los mismos, cualquiera que fuere, 
exhibió, ofreció, promovió o anunció la venta de las 
viviendas, solares, lotes o terrenos induciendo a 
creer que la calle, urbanización o comunidad 
estaba debidamente autorizada de acuerdo a esta 
ley para establecer, mantener y operar controles de 
acceso. 

(2) La Asociación de Residentes demuestre al 
municipio que es la legítima representante de los 





propietarios de la calle, urbanización O comunidad 
de que se trata y que la solicitud para formalizar y 
convalidar el control de acceso fue adoptada por lo 
menos por tres cuartas (3/4) partes de los 
propietarios. 

(3) La Asociación de Residentes presente al 
municipio evidencia de que las obras e instalación 
de los dispositivos de control de acceso estaban 
instaladas y operado antes del 20 de mayo de 1987. 


(b) Todo urbanizador o desarrollador de terrenos o 
constructores de urbanización, lotificación o 
lotificación simple, sus agentes o empleados, o el 
vendedor de los mismos, cualquiera que fuere, que 
a la fecha de aprobación de esta ley, este 
ofreciendo, exhibiendo, promoviendo o 
anunciando la venta de las viviendas, solares, lotes 
o terrenos con acceso controlado, sin haber 
obtenido el permiso requerido en esta ley, deberá 
presentar al municipio la correspondiente solicitud 
dentro de los sesenta (60) días siguientes a la fecha 
de vigencia de esta ley. Durante ese término y 
hasta tanto el municipio expida y sea válido y 
efectivo tal permiso o autorización de control de 
acceso, dicho urbanizador o desarrollador de 
terrenos o constructor de urbanización, lotificación 
O lotificación simple, sus agentes y empleados o el 
vendedor de los mismos, tendrá la obligación legal 
de informar en todo anuncio, promoción y gestión 
de venta la etapa en que se encuentra tal solicitud. 

Cumplido el término de sesenta (60) días antes 
dispuestos los urbanizadores o desarrolladores de 
terrenos o constructores de urbanización, 
lotificación o lotificación simple o los vendedores de 
los mismos, estarán sujetos a las penalidades 
dispuestas en la Sección 6 de la Ley Núm. 21 de 20 
de mayo de 1987, según enmendada. 


SECCIÓN 18. - VIGENCIAS 


Esta ley empezará a regir inmediatamente después 
de su aprobación, a los únicos efectos de que los 
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municipios adopten las ordenanzas y reglamentos 
necesarios para su implantación, pero sus 
restantes disposiciones entrarán en vigor a los 
treinta (30) días de su aprobación. « 


NOTAS AL CALCE: 


* La ley se enmendó por la Ley Núm. 156 de 10 de agosto de 
1988 y por la Ley Núm. 22 de 16 de julio de 1992. La versión 
que se ofrece aquí incluye las enmiendas y algunas 
correcciones menores al texto de la ley (aclaradas por las 
notas al calce). 


* El inciso (o) del Artículo 2.004 de la Ley de Municipios 
Autónomos (Ley 81 de 30 de agosto de 1991) lee como sigue: 
“Establecer, con el asesoramiento de la Junta de 
Planificación de Puerto Rico, las condiciones y 
requisitos necesarios para la concesión de 
autorizaciones para el control de acceso vehicular y 
de las calles de conformidad a la Ley. Núm. 21 de 20 
de mayo de 1987, según enmendada, y sujeto, además, 
a lo siguiente: 
(1) Que la comunidad que interese controlar el acceso de 
vehículos de motor sea aislable dentro del área -- 
geográfica en que esté ubicada y que no se controle, a su 
vez, la entrada y salida de otra comunidad que no ha 
solicitado el control de acceso vehicular. 
(2) Que no se dificulte el flujo vehicular y peatonal por 
calles locales que tienen continuidad entre comunidades 
y barrios del municipio y que no sólo presentan 


alternativas para el tránsito a los miembros de la 
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comunidad sino también para los que residen en otros 
sectores. 
(3) Que el diseño de las facilidades de control, de 
acceso vehicular no interfiera con el libre flujo de aguas 
pluviales. 
Todo reglamento para ejecutar e implantar la 
autorización y función dispuesta en este Inciso se 
aprobará de conformidad a la Ley Núm. 170 de 12 de 
agosto de 1988, según enmendada, conocida como 'Ley 
Uniforme de Procedimiento Administrativo del Estado 
Libre Asociado de Puerto Rico".” 
3 La enmienda del 1992 continuó refiriéndose a 16 secciones 
a pesar de que se añadieron dos secciones al final de la ley 
con el nombre de artículos. En esta versión se le cambió el 
nombre a los dos últimos artículos por secciones y se 
aumentó el número de las secciones a 18. 
4 Esta sección se aprobó con la ley original del 20 de mayo 
de 1987 y no fue derogada en enmiendas posteriores. 
3 En la enmienda del 1992, esta sección se denominó como 
Artículo 11; en esta versión se le denominó Sección 17 para 
mayor claridad. 
6 En la enmienda del 1992, esta sección se denominó como 
Artículo 12; en esta versión se le denominó Sección 18 y se le 


dio título para mayor claridad. 
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UNA ESTRATEGIA DE PROTECCIÓN Y REFORMA URBANA: 
¡ARRIBA EL UTOPISMO, ABAJO EL VOLUNTARISMO! 


GERARDO NAVAS DÁVILA 


Varios argumentos se han utilizado para la oposi- 
ción al control de accesos a urbanizaciones en 
Puerto Rico. Entre ellos recuerdo los siguientes: 

1.  Segrega la ciudad social y físicamente. 

2. Se obstaculiza el tránsito que al redirigirse por 
vías fuera del área controlada, las congestiona 
(relativamente). 

3. No resuelve el crimen, sino que lo excluye del 
área, por lo que dado un supuesto (no probado) 
de la invariabilidad de la propensión al crimen, 
lo dirige al área no controlada. 

4 Se restringe el uso de propiedad pública, que 
se mantiene con fondos públicos. | 

Estos planteamientos adolecen de supuestos no 

explícitos incorrectos y de concepciones 

inoperantes con respecto a la efectividad de las 
intervenciones en el logro de lo deseado, y aún con 

respecto a la contribución significativa del cierre a 

la segregación del espacio. 


LA REALIDAD URBANA 


La aseveración de que el control de acceso segrega 
la ciudad parece desconocer que la ciudad está de 
hecho segregada. Esta segregación es el resultado, 
en parte, del diseño; las urbanizaciones 
dormitorios y los edificios residenciales multipisos 
no son otra cosa que una segregación de usos y un 
control de accesos, y, en ocasiones muy frecuentes, 
una segregación social también. Esta segregación 
ha contribuido a la distribución espacial de la 
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incidencia criminal. Estudiosos han evidenciado la 
relación entre crimen y usos especializados pues 
dicho patrón se refleja en ausencia de actividad en 
determinados períodos que facilita el acto delictivo 
(Jane Jacobs). 

Este patrón urbano de las últimas décadas, 
tradicional ya, contribuyó a la disminución de 
vínculos comunitarios, diversos por su propia 
naturaleza, entre los ciudadanos. El vínculo del 
grupo social con el espacio del barrio y del sector se 
debilitó, y, más que comunidad de relaciones, el 
fenómeno desembocó en un colectivo enajenado. 
La comunidad tradicional se sostenía en el patrón 
de roles y funciones complementarios, 
consolidados por la organización política 
gubernamental, la comunicación, los símbolos y la 
cultura que resultaba. La segregación y el uso 
especializado del espacio reflejan una relación 
unidimensional en que el ciudadano y sus 
intercambios están desvinculados del espacio físico 
del sector. 

Esta ausencia de comunidad amarrada al 
espacio físico del sector o barrio es también el 
resultado del crecimiento piramidal y 
centralizado - estimulado por la ideología de las 
economías de escala y la racionalidad burocrática 
del industrialismo de los últimos siglos - que 
acompaña el ordenamiento y el crecimiento de la 
ciudad y de otras instituciones. La desaparición de 
Río Piedras como municipio es, por ejemplo, 


resultado de esa tendencia dominante que negó la 
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opción de un orden espacial e institucional 
sostenido en la multiplicidad de barrios - pueblos 
con sostén en la constitución de gobiernos 
conformados a partir de esa comunidad virtual - . 

La especialización de funciones urbanas en el 
espacio tiene también su expresión en la 
segregación del presupuesto del tiempo y de la 
especialización del trabajo, que funciona en contra 
de la constitución de comunidades amarradas al 
espacio físico sectorial. Mel Weber señalaba en el 
1967 que la comunidad de la ciudad y la sociedad 
moderna eran a-espaciales y más bien se 
establecían por homogeneidad de intereses, y no 
tanto por las relaciones complementarias en que se 
fundamentan tradicionalmente la comunidad del 
sector territorial. 

Los urbanistas, planificadores urbanos y 
economistas también crearon la segregación. Los 
idealistas - más bien voluntaristas - lo confirmaron 
en los conflictos entre las seudo-comunidades 
diversas que se crearon en espacios aledaños en 
conflicto; ayer como hoy persisten en sus errores. 
La ausencia de interacción funcional y 
complementaria en el contexto amorfo de la 
urbanización y el centralismo organizacional, por 
ejemplo, fue responsable en gran medida del 
fracaso de la localización de caseríos junto a 
urbanizaciones de clase media y alta, dicho sea de 
paso y de importancia, pues la mera cercanía no 
crea comunidad. 

La ausencia de la planificación de ensanches, 
antigua en Europa y olvidada en Puerto Rico, se 
sustituyó aquí por la planificación de 
"urbanizaciones". Esta historia es la causal que trae 
la conversión de vías diseñadas para la 
urbanización dormitorio en vía de conexión entre 
urbanizaciones. Ahora, cuando en contestación a 
los efectos de los errores del pasado las 
comunidades intentan superar los problemas, en 
parte resultados del mal diseño, se argumenta en 


contra, olvidando la génesis del problema, en pos 


de una ciudad que existe sólo en las mentes 
voluntariosas de urbanistas utópicos; utópicos no 
por el futuro que desean, sino por la ausencia de 
fundamentos estratégicos y científicos de 
implantación y logro de lo que quieren. Ayer como 
hoy los idealistas, enajenados más por su 
voluntarismo que por su utopismo, persisten en sus 


errores. ¡Abajo el voluntarismo, arriba el utopismo! 


HACIA EL UTOPISMO REALIZABLE 


La integración de la ciudad se logrará por varias 
vías, pero a partir de la afirmación del derecho 
supremo a la protección de la vida y la tranquilidad 
del área primaria de la ciudad, la vivienda y su 
calle, que se gesta ante la precariedad del orden 
urbano. Aceptemos y reordenemos el espacio en 
su alrededor para recuperar la relación 
complementaria y la comunidad pérdida. Solo así, 
reconociendo el origen de las situaciones y las 
realidades del presente, se podrá establecer las 
estrategias que desemboquen, por la dinámica que 
se le asocia y que libera las fuerzas, en la dirección 
deseada, en la utopía realizable. A partir de ese 
propósito podrán mitigarse las dificultades de la 
circulación y otras que en ocasiones pudieran 
generarse por la auto defensa ciudadana. 

Entiéndase los sectores como áreas de reforma 
y reordenamiento, reconociendo el derecho a la 
autoprotección y la seguridad que provee el 
"espacio defendible", en el sector de acceso 
controlado y proveyendo para un orden más 
urbano, complementario e integrado. Este 
enfoque, por ejemplo, podría iniciarse en sectores 
del área metropolitana como el del Señorial y la 
Cumbre, recobrando el estacionamiento, que es 
ahora centro del lugar, para su uso como plaza 
urbana. El área está rodeada de comunidades con 
acceso controlado. 

La creación de juntas y grupos de comunidad 


en las áreas controladas para protegerse constituye, 
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en diversas Ocasiones, un punto de encuentro y la 
base para un gobierno del barrio, que puede 

traer - junto con el mal de la autoridad (si hay 
gobierno estoy en contra de él, como decía el 
naúfrago castellano) - sus bondades integradoras. 

Desde el punto de vista de la aportación del 
orden y el patrón urbano a reducir la delincuencia, 
una estrategia como la que señalamos sería 
positiva, pues generaría el espacio para el 
intercambio y la protección por la presencia 
humana. 

Otras medidas preventivas y correctivas deben 
acompañar naturalmente a la estrategia de la 
auto protección y reforma, pues nadie plantea el 
control de acceso como la solución al problema del 
crimen, sino como un acto remediador de 
protección y punto de partida para la 
reconstrucción de la ciudad y la vida urbana. 

A partir de la definición de los barrios por los 
propios vecinos, el gobierno y la ciudadanía deben 
reformar el espacio territorial externo para crear la 
comunidad intervecindaria. 


LA CONTABILIDAD Y EL DERECHO A LA CIUDAD 


Desde el punto de vista contable también existen 
razones válidas para el control de acceso. En 
primer lugar, la auto protección pagada por los 
vecinos por las medidas del control permite 
reasignar los recursos públicos de seguridad a 
espacios más reducidos en el exterior y, por lo 
tanto, aumentar la seguridad del entorno. Este es 
el primer crédito a anotar que es equivalente al 
pago contributivo. 

El hecho de que el Estado no ha podido dar el 
servicio de seguridad por el que se paga 
adecuadamente es una segunda razón para anotar 
otro crédito: debe contabilizarse en su beneficio el 
gasto de la auto protección que el estado se 
economiza. Estos créditos deben contabilizarse 


como el pago equivalente por el uso privilegiado del 
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espacio público del vecindario. Es decir, desde el 
punto de vista contable pueden encontrarse 
también varias operaciones que compensarían el 
disfrute "privilegiado" de la propiedad pública que 
en última instancia - y de acuerdo al patrón 
urbano de la especialización legitimado por las 
normas vigentes desde décadas atrás - la calle de 
la urbanización es semi pública más que pública. 
Desde el punto de vista del derecho, el acceso 

a la propiedad pública no es absoluto. Este se 
limita por diversas razones que se aceptan muy 
normalmente. La dirección del tránsito o el cierre 
de parques luego de ciertas horas son ejemplos. En 
el caso que nos ocupa existe un derecho superior: 
el de la protección de la vida y un derecho urbano: 
el de la protección de sus unidades primarias: la 
vivienda y la calle. 


¡Abajo el voluntarismo, arriba el utopismo! » 
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arquitectura, ambos de la Universidad de Cornell. Actualmente trabaja de conferenciante 
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Legal y Legislativo en la Cámara de Representantes, y pública una columna en la sección 
Perspectiva de El Nuevo Día. 


Manuel Bermúdez, arquitecto de profesión, obtuvo su grado de Maestría en la Escuela 
de Arquitectura de la Universidad de Puerto Rico, Recinto de Río Piedras, donde también 
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Orlando De La Rosa ha completado casi todos los requisitos del Doctorado en Urbanismo 
de la Universidad Nacional Autonomía de México. Se graduó de Maestría en Planificación 
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Graduada de Planificación trabajos sobre la criminalidad y la estructura urbana. 


María S. Kortright Soler obtuvo el grado Juris Doctor de la Universidad de Puerto Rico y 
sirvió de instructora en la Clínica de Asistencia Legal. Se ha desempeñado como abogada 
en el servicio público y actualmente es Asesora Legal de la Comisión Reguladora de 
Telecomunicaciones. Además, es presidenta del Comité de Defensa de los Derechos 
Civiles. 


Gerardo Navas Dávila ostenta el grado de Ph.D. en Planificación de la Universidad de 
California en Berkeley. Ha sido Director de la Escuela Graduada de Planificación de la 
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